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atenea

El Estado argentino suscribe a la normativa de derechos humanos y ha realizado avances significativos en la 
protección de los derechos de las mujeres. En el plano internacional, se destaca la ratificación de la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) y de su Protocolo Facul-
tativo, junto con la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belem do Pará) en el contexto regional. Además, Argentina ha tenido una participación activa en 
las sesiones del Examen Periódico Universal de Derechos Humanos, que incluye los derechos de las mujeres. 

Sin embargo, en Argentina al igual que en otros países de América Latina, persisten desigualdades de género 
que limitan el ejercicio pleno de los derechos políticos de las mujeres y su autonomía en diferentes esferas de la 
sociedad, en este sentido la igualdad sustantiva entre hombres y mujeres continúa siendo un desafío y se observa 
que la representación política de las mujeres en Argentina ha encontrado un techo que parece difícil de superar 
sin producir nuevas reformas paritarias.

Por este motivo, el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), ONU MUJERES e IDEA Inter-
nacional –organizaciones que llevan varios años impulsando la generación de conocimiento y el desarrollo de 
diversas estrategias para mejorar el ejercicio de los derechos políticos de las mujeres en la región– decidieron 
implementar la iniciativa regional “ATENEA-Mecanismo para acelerar la participación política de las mujeres” en 
Argentina y de esta manera contribuir al logro de la paridad política, promover avances sustantivos en el ejercicio 
de dicho derechos y contribuir a remover los obstáculos que aún persisten para el logro de la autonomía de las 
mujeres en esta y diferentes esferas. A partir de esta iniciativa se busca generar acciones que impacten, dinami-
cen y aceleren los progresos en el ejercicio de los derechos políticos de las mujeres de manera articulada con los 
actores nacionales clave, a través de un proceso de recolección de información oportuna, la generación de un 
análisis sistemático, fiable y plural y de una comunicación estratégica.

En este documento se presentan los resultados en términos de avances y desafíos para el logro de la Pari-
dad Política para Argentina de acuerdo a las herramientas provistas por ATENEA en ocho dimensiones. De esta 
manera, se pretende dar una visión más integrada sobre la participación política de las mujeres en Argentina y 
promover estrategias que permitan remover las barreras que limitan el pleno ejercicio de los derechos políticos 
de las mujeres y los obstáculos que persisten para el logro de un acceso paritario de las mujeres a las esferas del 
poder y la creación de condiciones que les permitan un ejercicio efectivo de sus cargos.

Prólogo
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Coordinador Residente del Sistema 

de Naciones Unidas y Representante 
Residente del PNUD en Argentina
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Directora Regional

para las Américas y el Caribe 
ONU Mujeres

Daniel Zovatto
Director Regional

para América Latina y el Caribe
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Breve descripción del mecanismo de aceleración de la

participación política
de las mujeres
en América Latina y el Caribe (ATENEA)1
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1 Los diecinueve países donde se tiene previsto aplicar esta iniciativa son Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, 
Haití, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela.

Desde 2011, el Área de Género del PNUD Regio-
nal, ONU MUJERES e IDEA Internacional han creado 
una alianza para impulsar una herramienta orientada 
a dinamizar y acelerar progresos en el acceso y ejer-
cicio igualitario de derechos políticos de las mujeres 
desde una perspectiva paritaria. Conscientes de que 
hay que complejizar la mirada de las desigualdades 
en el ámbito político para generar cambios sosteni-
dos, en 2014 pusieron en marcha de manera conjunta 
el proyecto “ATENEA-Mecanismo para acelerar la 
participación política de las mujeres”, que permitirá 
en los diecinueve países de América Latina y el Caribe 
donde se aplique1:

•	 Contar con información sistemática, periódica, 
comparable y con perspectiva de género sobre la 
presencia de las mujeres en los distintos espacios 
de participación política. 

•	 Realizar un análisis multidimensional sobre el acce-
so, el ejercicio y la permanencia de las mujeres, así 
como también sobre las condiciones para su par-
ticipación en diversos espacios de poder político.

•	 Generar recomendaciones específicas y estraté-
gicas para avanzar en la igualdad de género y la 
paridad en cada país, en el ámbito de los derechos 
políticos.

•	 Promover la acción coordinada entre actores na-
cionales para transformar las estructuras, reglas y 
procesos que impiden el ejercicio efectivo del dere-
cho a la participación política de las mujeres.

Hasta el momento, la iniciativa ha sido implemen-
tada en Panamá, Honduras, Chile, Uruguay, México, 
Perú y Argentina. Su implementación implica el de-
sarrollo de cuatro estrategias específicas e interrela-
cionadas denominadas los “pilares” del sistema: la 
información, el análisis, la comunicación y la acción. 
Facilitadas en cada país por las oficinas nacionales 
de las organizaciones impulsoras, estas estrategias 
se desarrollan en el marco de un proceso de diálogo 
con los actores político-institucionales y sociales rele-
vantes en el área de la participación política, quienes 
articulados en la denominada Mesa de Impulsores de 
ATENEA, intercambian información y experiencias, re-
troalimentan el análisis, difunden los hallazgos y son 
responsables finales de la acción política. 

La ejecución de cada una de estas estrategias a 
nivel nacional implica: 

Información

La implementación de ATENEA supone la reco-

lección de información a través de una ficha estan-
darizada, con preguntas orientadas al relevamiento 
de los datos que alimentan el “Índice de Paridad 
Política”. Este índice mide el estado del ejercicio 
de los derechos políticos de las mujeres desde una 
perspectiva paritaria, a través de 8 dimensiones de 
análisis y 40 indicadores estandarizados y compa-
rables. Dicha ficha permite, además, recabar infor-
mación complementaria para contextualizar y tener 
una mirada más integral de los hallazgos, como, por 
ejemplo, los compromisos nacionales con la igual-
dad, el sistema electoral vigente, datos históricos de 
presencia de mujeres en cargos y otras condiciones 
importantes para el ejercicio de los derechos políti-
cos en condiciones de igualdad.

Análisis 

A partir de la información sistematizada, ATENEA 
impulsa la generación de un Diagnóstico Nacional 
que brinda un análisis integral del estado del ejercicio 
del derecho a la participación política de las mujeres, 
junto con recomendaciones muy concretas para im-
pulsar reformas (en caso de que sean necesarias), en 
base al Índice de Paridad Política, la información com-
plementaria y la identificación de buenas prácticas.

Comunicación

El tercer pilar de ATENEA incluye el diseño de un 
plan de comunicación que, partiendo de la identifica-
ción de las prioridades definidas por cada diagnóstico 
nacional, transmite mensajes comunicacionales cla-
ros por diversas vías a la opinión pública en general, 
a los tomadores de decisiones y a las organizaciones 
que trabajan en la incidencia política.

Acción 

En base a las recomendaciones concretas gene-
radas, el cuarto pilar de ATENEA implica un proceso 
de diseño de Rutas de acción, que se canaliza a tra-
vés del espacio de diálogo constituido por la Mesa 
de Impulsores con el fin de promover e implementar 
actuaciones coordinadas para lograr reformas polí-
ticas y cambios a favor del ejercicio paritario de los 
derechos políticos de las mujeres en cada país, pro-
ceso en el cual los propios actores nacionales son los 
protagonistas. Dichos espacios, a nivel colectivo o 
sus integrantes en forma individual, podrán integrarse 
además en redes regionales de diálogo, intercambio 
de experiencias e incidencia en favor de la paridad 
impulsados por ATENEA, que coadyuven a consolidar 
un clima político cada vez más favorable hacia la de-
mocracia paritaria en la región latinoamericana.  
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Cuadro 1: Dimensiones y número de indicadores del Índice de paridad política
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definición

Recoge las 
condiciones 
formales 
mínimas 
que cada 
estado debe 
implementar 
para 
garantizar 
la igualdad 
de las 
mujeres en el 
ejercicio de la 
participación 
política.

Monitorea el 
ejercicio del 
derecho a 
elegir demo-
cráticamente 
a las autori-
dades.

Monitorea los 
esfuerzos del 
Estado por 
cumplir sus 
compromisos 
generando 
condiciones 
a través de 
acciones 
afirmativas 
o medidas 
paritarias, 
para asegurar 
la presencia 
de las mujeres 
en cargos 
de toma de 
decisiones de 
todo nivel.

Mide la 
presencia de 
las mujeres 
en el gobierno 
nacional y las 
condiciones 
existentes 
para influir 
en el diseño 
de políticas 
públicas.

Mide la 
presencia de 
las mujeres 
en el cuerpo 
legislativo 
y las 
condiciones 
existentes 
para influir 
en el diseño 
y aprobación 
de leyes 
nacionales.

Mide la 
presencia de 
las mujeres 
en la adminis-
tración de 
justicia y las 
condiciones 
existentes 
para influir en 
ella.

Mide la 
presencia de 
las mujeres 
en las estruc-
turas parti-
darias y la 
existencia de 
condiciones 
que les per-
mitan influir 
en la toma de 
decisiones 
partidarias 
y, por tanto, 
en la agenda 
política y 
el debate 
público.

Mide la 
presencia de 
las mujeres 
en los 
gobiernos 
municipales 
y las 
condiciones 
existentes 
para influir 
en el diseño 
de políticas 
públicas 
a nivel 
municipal.

Número de 
indicadores 5 1 9 5 10 3 5 2

2 Al respecto ver ATENEA - Documento Explicativo del Índice de Paridad Política, pág. 4.

1.A. Resumen del proceso de 
aplicación en Argentina y resultados 
del “Índice de Paridad Política” en 
el país

La implementación del proyecto ATENEA en Ar-
gentina se inició en setiembre de 2016 bajo el lideraz-
go de la oficina nacional del PNUD, dado que ONU 
MUJERES e IDEA Internacional no cuentan con una 
oficina en el país. Este proceso contó con la asesoría 
permanente de un Equipo Técnico Regional y de un 
Equipo Interagencial Regional  integrado por repre-
sentantes de las tres organizaciones.

Este informe presenta los resultados de la imple-
mentación de las estrategias de información y análisis 
en Argentina. En este marco se aplicó el Índice de Pa-
ridad Política que, en base a los preceptos estable-
cidos en los instrumentos internacionales adoptados 
por los Estados, define el derecho a la participación 
política de las mujeres como: “El derecho (...) al acce-
so y la plena participación en la vida política y pública 
lo que implica un ejercicio real y efectivo del poder 
político así como del proceso de toma de decisiones 
en todas las esferas de la vida pública y política en 
igualdad de condiciones con los hombres y sin discri-
minación de ningún tipo”2.

A partir de esta definición, el Índice de Paridad 
Política mide el estado del ejercicio de los derechos 
políticos de las mujeres desde una perspectiva pari-
taria, en base a las dimensiones e indicadores que se 
detallan en el Cuadro 1.

Para ello, el Índice otorga puntuaciones entre 
0 y 100 por cada indicador, en promedio por cada 
dimensión y en promedio para el país, en base a la 
distancia del puntaje obtenido respecto de objetivos 
predefinidos para cada indicador. Las fórmulas y los 
pasos específicos de cálculo pueden consultarse en 
el Cuadro 2.

Realizados los cálculos, Argentina obtuvo un 
puntaje global promedio de 44,7 en el Índice de Pa-
ridad Política, sobre un total de 100 puntos posibles. 
Si se analiza cada una de las dimensiones del Índice, 
es importante destacar que, si bien en tres de ellas el 
país obtuvo puntuaciones superiores a los 50 puntos 
(lo que implica importantes avances), en otras cuatro 
los avances parecen lentos y hasta se podría decir 
que escasos para un país considerado pionero en la 
región por haber sido el primero en regular legalmente 
acciones afirmativas para cargos de elección popular, 
con la aprobación de la Ley 24.012 (ley de cupo feme-
nino) en 1991. 

La aplicación del Índice en Argentina se dio en un 
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3 En el Senado, la discusión sobre la paridad se instaló fuertemente en el 
marco de las discusiones por nombramiento de integrantes de la Corte 
Suprema de Justicia. Entonces, varias senadoras y senadores presentaron 
propuestas de paridad en la integración del máximo tribunal, si bien no se 
alcanzaron los acuerdos necesarios para la aprobación de una propuesta 
que incorporara este principio en la selección de los ministros de la Corte. 
Meses después, en ocasión del debate de una reforma electoral más amplia, 
la paridad se planteó para las listas de candidatos a cargos legislativos y 
autoridades partidarias.

contexto político particular, pues el debate sobre la 
necesidad de ir más allá de las cuotas electorales de 
30 % y de avanzar hacia la paridad política se instaló 
en la agenda política en 2016, tanto en las provincias 
como en el escenario nacional. Durante ese año, las 
provincias de Buenos Aires, Chubut, Salta y Neuquén 
regularon la paridad de género en la composición de 
las listas electorales, sumándose a las provincias de 
Santiago del Estero, Córdoba y Río Negro que ya lo 
habían hecho entre los años 2000 y 2002. En el Con-
greso de la Nación, la paridad política se discutió en 
ambas cámaras y se logró la media sanción de dos 
proyectos (uno en el Senado y otro en Diputados, res-
pectivamente)3. Estas propuestas cobraron impulso 
por la acción interpartidaria de senadoras y diputa-
das, con el respaldo de agencias de la cooperación 
internacional, organizaciones de la sociedad civil y 
referentes del ámbito académico que realizaron acti-
vidades y campañas públicas de apoyo.

El 19 de octubre –día de la convocatoria #NiU-
naMenos a una masiva manifestación contra la 
violencia machista– el Senado dio media sanción 
a un proyecto de ley de paridad de género en la 
conformación de las listas legislativas nacionales 
y de autoridades partidarias, girándolo a la Cáma-
ra de Diputados. La iniciativa –fruto de la unifica-
ción de siete proyectos presentados en la Cámara 
alta– fue impulsada por las senadoras de distintos 
partidos, agrupadas en la Banca de la Mujer. La 
propuesta fue aprobada con 57 votos favorables y 
únicamente 2 en contra, ambos de legisladores va-
rones de la alianza Cambiemos. El 20 de octubre, 
por su parte, la Cámara de Diputados dio media 
sanción a un proyecto de ley de reforma electoral 
originado por el Poder Ejecutivo que inicialmente 
no contemplaba ninguna medida vinculada con la 
igualdad de género. En efecto, el núcleo central de 
la propuesta del Ejecutivo era la modificación del 
sistema de emisión del voto (pasando del voto en 
papel al voto con medios electrónicos), pero diver-
sas diputadas aprovecharon la oportunidad para 
introducir la paridad de género en la conformación 
de las listas de diputados, senadores nacionales 
y parlamentarios del Mercosur. De esta manera, a 
principios de 2017 el Congreso Nacional contaba 
con dos iniciativas de paridad con media sanción 

Cuadro 2: Cuadro explicativo del 
cálculo del Índice de Paridad Política

El Índice de Paridad Política incluye indicadores de 
carácter dicotómico, de porcentaje o de promedio, que 
tienen como características comunes el hecho de ser 
comparables y comprehensivos. Los indicadores son 
comparables porque el objetivo es evaluar la situación de 
la participación política de las mujeres en una región (en 
este caso América Latina y el Caribe) y la posición de cada 
uno de los países con respecto a un ideal de paridad, eva-
luando la situación de manera transversal entre ellos. 
Además, los indicadores son comprehensivos porque el 
Índice no radica en una sola fuente de variación, sino que 
varía en función de los 40 indicadores que lo componen. 

El cálculo de este Índice implica que, para cada indi-
cador, se defina un objetivo en el que se determina el mejor 
valor posible al que un país puede llegar. Por ejemplo, en el 
caso de los indicadores de presencia (en cargos o candi-
daturas) el objetivo es la paridad, es decir, que las mujeres 
constituyan un 50 %. En el caso de los indicadores sobre 
las condiciones para el ejercicio del derecho a la partici-
pación política de las mujeres, el objetivo es su existencia 
(esto es, que estén presentes). Luego se calcula la distancia 
entre el puntaje efectivo de cada país y el objetivo prede-
finido, con la finalidad de medir qué tan cerca o lejos se 
encuentran los países de alcanzar la meta propuesta. 

A continuación se estandarizan las distancias 
hacia los objetivos propuestos de modo que todos los 
países obtengan un puntaje entre 0 y 1, donde 0 signi-
fica que el país cumplió con el objetivo, alcanzando la 
meta propuesta, y 1 indica que el país está en la peor 
situación posible con respecto al objetivo. Finalmente, 
se invierte la escala de cada uno de los indicadores de 
modo tal que el número 1 refleja la mejor situación po-
sible –es decir, que el país llegó a la paridad y reúne 
las condiciones mínimas para el ejercicio del derecho 
a la participación política de las mujeres– y 0 refleja la 
peor situación posible; es decir, que el país no ha lo-
grado ningún avance hacia la meta de la paridad y el 
establecimiento de condiciones mínimas. Finalmente se 
multiplica este resultado por 100. 

Todos los pasos descritos para el cálculo de cada 
uno de los indicadores pueden resumirse en la fórmula 
que se detalla a continuación.

El puntaje del indicador y para el iésimo (i) país es:
 

Donde: 
b = Objetivo propuesto para el indicador
a = Valor obtenido para el país (i)

La condición es que si                             entonces 
lo asumimos como 0.

Finalmente, para obtener la puntuación global por 
país se calcula el promedio aritmético de los indicadores 
para cada dimensión, siendo el promedio de las dimen-
siones el puntaje final.

y i = (1 -                 ) * 100
b - a1

b

< 0
b - a1

b
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analiza no solo la presencia, sino también las con-
diciones en las que las mujeres ejercen los cargos 
legislativos, las puntuaciones descienden cuando se 
trata del ejercicio de algunas posiciones de mayor 
poder en la vida parlamentaria. Así, por ejemplo, las 
mujeres solo representan el 25 % de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados y, aunque presiden 
un tercio de las comisiones permanentes (31 %), es-
tán más presentes en aquellas comisiones que se 
ocupan de la política social y el cuidado (que más 
adelante se denominan de “reproducción”) que en 
las comisiones que tratan temas económicos e ins-
titucionales (que se denominan de “producción” y 
de “reproducción del sistema”, respectivamente). 
De todas maneras, también hay que señalar que las 
diputadas nacionales ejercen el 37 % de las presi-
dencias de bloque  (Jefaturas de bancada), lo cual 
es un avance.

En cuanto al tratamiento de los temas de igual-
dad de género en el Congreso, si bien en la Cáma-
ra de Diputados existe una comisión dictaminadora 
permanente para temas vinculados con los derechos 
de las mujeres (la comisión de Familia, Mujer, Niñez 
y Adolescencia), no existe una Unidad Técnica que 
apoye a los legisladores y las legisladoras en la trans-
versalización de género en el debate y la legislación 
producida. En la Cámara, a diferencia del Senado, 
tampoco existe una bancada femenina que pueda, a 
través de la concertación interpartidaria, ayudar a vi-
sibilizar estos temas y a sus integrantes, y promover 
que las cuestiones referidas a la igualdad de género 
lleguen a ser tratadas. 

En el otro extremo, el de aquellas dimensiones 
donde se registran los menores avances, se ubica la 
del Poder Ejecutivo y Administración Pública, en la 
que Argentina obtuvo una puntuación promedio de 46 
puntos. Dentro de esta dimensión, el país logró el ma-
yor puntaje en el indicador que mide la existencia de 
diferencias entre hombres y mujeres en el tiempo de 
ejercicio en cargos ministeriales, pues en el caso ar-
gentino no se encontró, en promedio, ninguna diferen-
cia. Aunque este es un dato, también llama la atención 
la escasa presencia de mujeres en gabinetes ministe-
riales (13,6 % en 2016), además de su total ausencia en 
sectores asociados con temas productivos. La subrre-
presentación se replicó en los cargos viceministeriales, 
donde las mujeres solo ejercían el 14,1 % de las Secre-
tarías de Estado. Por último, respecto del indicador que 
puntúa la existencia y el nivel jerárquico del mecanismo 
nacional para el adelanto de las mujeres o la igualdad 
de género en el Poder Ejecutivo Nacional, Argentina 
obtuvo solo la mitad del máximo puntaje posible (50 
puntos sobre 100), pues el Consejo Nacional de las 
Mujeres no tiene rango ministerial.

en cada Cámara, restando su tratamiento (y even-
tual aprobación) en la otra para su sanción como 
ley nacional.

En Argentina, el diseño de la ley de cupo femeni-
no favoreció el acceso de las mujeres a las candida-
turas partidarias y a los cargos de representación po-
pular, y esto se refleja en el Índice donde la dimensión 
de “Cuota/Paridad” obtuvo 69,3 puntos, el mayor en 
todas las dimensiones medidas en el país. En efec-
to, aunque el porcentaje de 30 % ha sido superado 
en América Latina por las regulaciones paritarias, el 
diseño del cupo femenino ha permitido contar, en el 
ámbito nacional, con una medida que contempla san-
ciones efectivas (la no inscripción de listas) y no prevé 
excepciones para su aplicación. Al mismo tiempo, el 
puntaje alcanzado en esta dimensión refleja los avan-
ces en el ámbito subnacional, donde siete provincias 
han creado medidas de paridad de género con meca-
nismos de alternancia.

Ahora bien, uno de los principales hallazgos de 
este informe es que la representación política de 
las mujeres en Argentina ha encontrado un techo 
que parece difícil de superar sin producir nuevas 
reformas paritarias. De esa manera, si se aprobaran 
leyes de paridad política en el Congreso Nacional y en 
las legislaturas provinciales que todavía no cuentan 
con estas medidas, Argentina podría alcanzar el máxi-
mo puntaje en esta dimensión del Índice, volviendo a 
ocupar un lugar de vanguardia en la región.

La segunda puntuación más alta del Índice de 
Paridad Política se obtuvo en la dimensión Compro-
misos Nacionales con la Igualdad en la Consti-
tución y el Marco Legal, donde Argentina logró 60 
puntos al haber incluido la igualdad como precepto 
constitucional, aunque no se haya constitucionalizado 
la paridad ni se haya sancionado una ley general de 
igualdad. Este puntaje refleja, a su vez, la existencia 
de una ley de acceso a una vida libre de violencia para 
las mujeres y otra contra la discriminación. En tercer 
lugar se ubicó la dimensión Poder Legislativo, con 
59 puntos. En referencia a los indicadores relaciona-
dos con la nominación y la presencia de mujeres en 
la Cámara baja del Congreso de la Nación, la ley de 
cupo femenino hizo notar su impacto: en la elección 
analizada, el porcentaje de mujeres candidatas fue de 
41,8 % y el de electas fue de 37,5 %. 

Como se señala en el informe, el punto crítico 
en Argentina no es que la cuota de género no haya 
favorecido una mayor elegibilidad de las mujeres, 
sino que, visto desde un punto de vista paritario, su 
representación ha llegado a un techo. Esto señala 
un escenario en el cual el salto paritario es impro-
bable bajo el mismo diseño. En este contexto, si se 
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Cuadro 3: Resultados de la aplicación del “Índice de Paridad Política” en Argentina 
(por indicador, por dimensiones y global)

dimensión NÚMERO INDICADORES PUNTAJE

I. COMPROMISOS 
NACIONALES CON 
LA IGUALDAD EN 
LA CONSTITUCIÓN 
Y EL MARCO LEGAL

I1 Inclusión de igualdad entre hombres y mujeres como precepto constitucional. 100

I2 Inclusión de la paridad como precepto constitucional. 0

I3 Existencia de ley de Igualdad. 0

I4 Existencia de una ley de acceso a una vida libre de violencia. 100

I5 Existencia de una ley de contra la discriminación. 100

TOTAL DIMENSIÓN 60

II. EJERCICIO 
DEL DERECHO AL 
SUFRAGIO

I6 Participación electoral de mujeres. N.D. 

TOTAL DIMENSIÓN N.A.

 III. CUOTA/
PARIDAD

I7 Porcentaje legal mínimo de mujeres en altos cargos de la administración 
pública. 0

I8 Porcentaje legal mínimo que regula la participación por sexo en candidaturas 
al Parlamento 60

I9 Calificación del diseño de la cuota/paridad 1 (parlamentaria): existencia de un 
mandato de posición en las listas electorales. 50

I10 Calificación del diseño de la cuota/paridad 2 (parlamentaria): existencia de 
sanción por incumplimiento de la cuota/paridad. 100

I11 Calificación del diseño de la cuota/paridad 3 (parlamentaria): existencia de res-
tricciones para aplicar la cuota o paridad. 100

I12 Porcentaje legal mínimo que regula la participación por sexo en candidaturas 
a concejos municipales. 65

I13 Calificación del diseño de la cuota/paridad 4 (local): existencia de un mandato 
de posición en las listas electorales. 54

I14 Calificación del diseño de la cuota/paridad 5 (local): existencia de sanción por 
incumplimiento de la cuota/paridad. 95

I15 Calificación del diseño de la cuota/paridad 6 (local): existencia de restricciones 
para aplicar la cuota o paridad. 100

TOTAL DIMENSIÓN 69,3

IV. PODER 
EJECUTIVO Y 
ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA

I16 Porcentaje de mujeres titulares de Ministerios o Secretarías del Estado. 27,2

I17 Porcentaje de mujeres que ocupan Ministerios/Secretarías de Estado de "pro-
ducción" y "preservación del sistema". 25

I18 Diferencia por sexo en la duración promedio del cargo de las personas que 
ocuparon un Ministerio en los gabinetes en el último período presidencial. 100

I19 Porcentaje de mujeres titulares de Viceministerios. 28

I20 Existencia y nivel jerárquico del mecanismo nacional de Mujer/Género en el 
Poder Ejecutivo. 50

TOTAL DIMENSIÓN 46
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V. PODER 
LEGISLATIVO 
(Cámara Baja/
Única)

I21 Porcentaje de mujeres inscritas como candidatas. 83,6

I22 Índice de cumplimiento de la cuota/paridad legal. 100

I23 Porcentaje de mujeres electas (titulares). 71,2

I24 Porcentaje de mujeres integrantes de la Mesa Directiva. 50

I25 Porcentaje de comisiones presididas por una mujer. 62,2

I26 Porcentaje de comisiones legislativas de "producción" y "preservación del sis-
tema" presididas por mujeres. 53

I27 Porcentaje de jefas de bancadas. 70,2

I28 Existencia de comisión de Mujer/Género. 100

I29 Existencia de Unidad Técnica para la transversalización de género. 0

I30 Existencia de bancada femenina. 0

TOTAL DIMENSIÓN 59

VI. PODER 
JUDICIAL Y PODER 
ELECTORAL

I31 Porcentaje de juezas o magistradas en la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación. 50

I32 Porcentaje de magistradas en los máximos órganos jurisdiccionales electorales 
(OJE). 0

I33 Existencia de mecanismo de género en los máximos órganos jurisdiccionales 
electorales (OJE). 0

TOTAL DIMENSIÓN 16,7

VII. PARTIDOS 
POLÍTICOS

I34 Nivel de compromiso estatutario con los principios de igualdad de género y/o 
no discriminación por sexo. 18,8

I35 Porcentaje de mujeres en la máxima instancia ejecutiva partidaria nacional. 56,4

I36 Porcentaje de partidos políticos con Unidades de la Mujer/Igualdad. 37,5

I37 Habilitación normativa de la unidad de la Mujer/Igualdad de los partidos como 
participante en la definición de candidaturas 0

I38 Porcentaje de partidos políticos que incluyen agenda de igualdad de género en 
sus plataformas electorales en la última elección presidencial. 25

TOTAL DIMENSIÓN 27,5

VIII. GOBIERNO 
LOCAL 
(MUNICIPAL)

I39 Porcentaje de alcaldesas. 5,8

I40 Porcentaje de concejalas en el gobierno municipal. 63,4

TOTAL DIMENSIÓN 34,6

TOTAL ARGENTINA 2016 44,7

N.D.= No disponible / N.A.= No aplica.
*En los indicadores 8 y 12 solo se obtiene puntaje si la medida establecida aplica a las candidaturas a ser inscritas en cada competencia electoral. 
Año de las últimas elecciones presidenciales analizadas: 2015, Año de las últimas elecciones parlamentarias analizadas: 2015, Período de recolección de infor-
mación: Julio-Septiembre de 2016.

dimensión NÚMERO INDICADORES PUNTAJE
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Entre las dimensiones con la menor puntua-
ción se encuentra la de Gobierno Local (Muni-
cipal), con un puntaje promedio de 34,6. En este 
caso, los datos que se presentan en el informe 
corresponden únicamente a los municipios de la 
Provincia de Buenos Aires, pues el país carece de 
información oficial para los 1.128 municipios ar-
gentinos. Con estas limitaciones, es de destacar el 
ínfimo porcentaje de mujeres en cargos de Inten-
dencia: apenas 2,9 % en la provincia más grande y 
poblada del país. En contraste, en las concejalías 
–para cuyas nominaciones hasta el 2016 se apli-
caba la cuota del 30 %– el porcentaje de mujeres 
alcanza un 31,7 %.

Siguiendo con el orden descendente en la 
puntuación, la dimensión de Partidos políticos 
obtuvo un puntaje de apenas 27,5. Es interesan-
te notar que el máximo puntaje obtenido entre los 
indicadores de esta dimensión fue el referido a la 
presencia de mujeres en las máximas instancias 
ejecutivas partidarias nacionales, donde represen-
tan (en promedio) un 28,2 % en ocho partidos ana-
lizados. Pero, en contraste, se encontró que solo 
una organización política había incluido los prin-
cipios de igualdad de género y no discriminación 
por sexo en sus estatutos, y se registraron pun-
tuaciones bajas en los indicadores que miden la 
existencia de unidades de la mujer y sus atribucio-
nes, ya que solo tres partidos contaban con estas 
instancias y en ningún caso con facultades para 
promover la inclusión de mujeres en la selección 
de candidaturas. Lo mismo sucedió en el indicador 
que mide la presencia de propuestas de igualdad 
de género en las plataformas presentadas en la 
última elección presidencial.

Finalmente la dimensión del Poder Judicial y 
el Poder Electoral recibió la puntuación promedio 
más baja: 16,7. Ello se debe a la presencia mínima 
de magistradas en la Corte Suprema de Justicia, 
donde apenas una de sus cuatro integrantes ac-
tuales es mujer, mientras que la Cámara Nacional 
Electoral está integrada solamente por hombres y 
no cuenta con una Unidad de Género que trabaje 
la transversalización del tema en su interior. 

Por último, es importante señalar que en el 
caso argentino (al igual que en el caso uruguayo), el 
Índice tuvo que ser calculado solo en base a siete 
de las ocho dimensiones previstas. Ello responde 
a que no se cuenta con la información desagrega-
da por sexo referida al ejercicio del voto, requerida 
para poder calcular el indicador de participación 
electoral de las mujeres que se contempla en la 
dimensión de Ejercicio del derecho al sufragio.

En resumen, Argentina tiene el gran desafío 
de volver a promover y aprobar importantes re-
formas, esta vez desde una perspectiva paritaria, 
para garantizar un ejercicio igualitario y efectivo 
de los derechos políticos de las mujeres y mejores 
condiciones para dicho ejercicio, no en el ámbito 
legislativo –donde se han logrado avances– sino 
en todos los niveles de gobierno y en todos los 
poderes del Estado, en varios de los cuales sub-
sisten grandes retos. Los resultados de este Índice 
constituyen solo una primera fotografía del esta-
do de situación de la participación política de las 
mujeres argentinas en el ámbito institucional. A 
continuación se presenta el diagnóstico integral y 
detallado de la situación, y las recomendaciones 
perfiladas en base, no solo a los indicadores medi-
dos por el referido Índice de Paridad Política, sino 
también mediante el uso de información comple-
mentaria que, conjugados, permiten comprender 
con cabalidad la situación y los cambios que se 
proponen en este país.
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4 En el mes de octubre de 2015, en Argentina se celebraron elecciones primarias y generales para la elección de presidente y vicepresidente, senadores (ocho 
provincias), diputados nacionales y parlamentarios del MERCOSUR. 

2.A. Contexto y marco conceptual  
del diagnóstico sobre el ejercicio 
del derecho a la participación 
política de las mujeres en Argentina

El presente diagnóstico sobre el estado de situa-
ción del ejercicio de los derechos políticos de las mu-
jeres en Argentina recoge los resultados obtenidos en 
la aplicación del Índice de Paridad Política de ATENEA. 
La información recabada y su análisis ofrecen un pano-
rama comprensivo de los derechos consagrados en el 
marco normativo y de las condiciones existentes para 
su ejercicio efectivo, mostrando avances y retos para 
alcanzar la paridad política en el país.

El Índice de Paridad Política es el producto de un 
amplio esfuerzo de recolección de información prima-
ria. Para su sistematización se empleó la Ficha de reco-
lección de información a nivel de país de ATENEA, una 
herramienta estandarizada que permite la comparación 
entre países. En Argentina, este proceso se desarrolló 
entre los meses de julio y octubre de 2016, conside-
rando los resultados de las elecciones nacionales rea-
lizadas en octubre del año anterior4. La elaboración del 
Índice de Paridad Política coincidió con el tratamiento 
de proyectos de ley de paridad en las dos cámaras del 
Congreso de la Nación (Diputados y Senado) y en va-
rias legislaturas provinciales. Si bien al cierre de este 
informe la paridad política aún no había sido aprobada 
en el Congreso, las Legislaturas de Buenos Aires –la 
provincia más grande del país–, Salta, Chubut y Neu-
quén adoptaron leyes de paridad en 2016, dando un 
verdadero salto cualitativo en la promoción y protec-
ción de los derechos políticos de las mujeres.

El diagnóstico aborda las ocho dimensiones del 
Índice de Paridad Política: 1) compromisos nacionales 
con la igualdad en la Constitución y el marco legal, 
2) ejercicio de las mujeres del derecho al sufragio, 
3) adopción de medidas de cuota o paridad, 4) pre-
sencia de mujeres en el poder ejecutivo y la adminis-
tración pública y existencia de condiciones mínimas 
para el ejercicio del cargo, 5) presencia de mujeres 
en el poder legislativo y existencia de condiciones 
mínimas para el acceso y ejercicio del cargo, 6) pre-
sencia de mujeres en los poderes judicial y electoral, 
y condiciones mínimas para el ejercicio del cargo, 7) 
presencia de mujeres en los partidos políticos y con-
diciones mínimas para su participación en igualdad 
de condiciones, y 8) presencia de mujeres en los go-
biernos locales (en el caso argentino, municipales y 
provinciales). Estas ocho dimensiones y sus cuarenta 

indicadores permitieron medir el ejercicio real de los 
derechos políticos de las mujeres y las condiciones 
mínimas para su participación en la vida pública, des-
de una perspectiva paritaria. 

La herramienta ATENEA se apoya en el marco 
conceptual de la Declaración de Atenas (1992), que 
estableció el horizonte de una democracia paritaria, 
entendida como el acceso paritario a mandatos y fun-
ciones, y la necesidad de avanzar hacia la total inte-
gración de las mujeres en las sociedades democrá-
ticas. Desde esta perspectiva, las sociedades están 
integradas en partes iguales por mujeres y hombres, y 
la representación equilibrada de ambos sexos en las 
funciones decisorias de la política es una precondi-
ción para alcanzar la igualdad sustantiva. 

En este informe, la incorporación de las mujeres 
en espacios de decisión se analiza a partir del crite-
rio de paridad estricta, que implica la participación de 
ambos sexos en igual proporción (50/50). La recolec-
ción de los datos para el Índice de Paridad Política 
se basó en la sistematización, la revisión y el análisis 
de información de fuentes primarias, acudiéndose a 
fuentes secundarias para complementar, ampliar y 
contextualizar los datos. Entre las fuentes principales 
del diagnóstico de país se encuentran:

•	 Constitución Nacional, Código Electoral Nacio-
nal (Ley 19.945 y sus modificatorias), Ley 24.012 
y sus reglamentaciones (decretos 1246/2000 y 
451/2005), ley de democratización de la represen-
tación política, la transparencia y la equidad elec-
toral (26.571), leyes de cuota y paridad provincial.

•	 Datos oficiales provistos por la Dirección Nacional 
Electoral y la Secretaría de Asuntos Municipales 
(Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda 
de la Nación), la Cámara Nacional Electoral, la Di-
rección de Información Parlamentaria del H. Con-
greso de la Nación y la Oficina de la Mujer de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación.

•	 Bases de datos del proyecto GPS del Estado de 
CIPPEC (Centro de Implementación de Políticas 
Públicas para la Equidad y el Crecimiento) y la 
ASAP (Asociación Argentina de Presupuesto y Ad-
ministración Financiera Pública), Mapa del Estado 
(Ministerio de Modernización de la Nación).

•	 Cartas orgánicas (estatutos) y programas de go-
bierno de los partidos políticos y/o alianzas políti-
cas analizadas.

•	 Estudios, informes e investigaciones sobre las 
temáticas abordadas; informes presentados por 
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provinciales. En consecuencia, existen pocos parti-
dos nacionales y una diversidad de partidos o alian-
zas que compiten solo en una o en pocas provincias 
(llamados “agrupaciones de distrito”). Con frecuen-
cia, la competencia política nacional se estructura 
alrededor de alianzas transitorias de partidos que 
varían entre provincias y entre categorías de compe-
tencia (legislativa o presidencial).

2.C. Situación general de las mujeres 
en el país

El Estado argentino suscribe a la normativa 
de derechos humanos y ha realizado avances sig-
nificativos en la protección de los derechos de las 
mujeres. En el plano internacional, se destaca la ra-
tificación de la Convención sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW) y de su Protocolo Facultativo, junto con la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención 
de Belem do Pará) en el contexto regional. Además, 
Argentina ha tenido una participación activa en las 
sesiones del Examen Periódico Universal de Dere-
chos Humanos, que incluye los derechos de las mu-
jeres (PNUD y Consejo Nacional de Coordinación de 
Políticas Sociales 2015).

Argentina es uno los países con mejor desempe-
ño en el Índice de Desarrollo de Género y en el Índice 
de Desigualdad de Género (PNUD 2015a)7. La condi-
ción de las mujeres ha mejorado a través de los años 
y, si bien el país no tiene una ley marco de igualdad de 
género o un plan nacional de igualdad de oportunida-
des y derechos entre mujeres y hombres, el activismo 
de mujeres desde la sociedad civil y en el Poder Le-
gislativo favoreció la introducción de importantes re-
formas legales e institucionales. Con todo, persisten 
desigualdades que limitan la autonomía de las muje-
res en diferentes esferas de la sociedad argentina.

Desde el retorno de la democracia en 1983, las 
mujeres alcanzaron importantes logros educativos 
y aumentaron su participación económica (PNUD 
2014). La tasa de alfabetización de las mujeres de 15 
a 24 años muestra una alta cobertura (PNUD y Con-

el Estado Argentino al Comité CEDAW (y sus res-
puestas).

El diagnóstico de país se estructura de la si-
guiente manera. En primer lugar, se presenta una 
breve caracterización del marco institucional ar-
gentino y de la situación general de las mujeres. A 
continuación, se analiza el estado de situación de 
Argentina en cada dimensión del Índice de Paridad 
Política, señalando avances y desafíos para alcanzar 
la paridad, de acuerdo con los puntajes obtenidos en 
los indicadores relevados. A efectos de profundizar 
el diagnóstico de país y extraer lecciones que apor-
ten al diseño de rutas de acción y políticas públicas, 
el informe incorpora información complementaria, 
identifica buenas prácticas y establece algunas con-
diciones que favorecieron la conquista y el ejercicio 
de derechos políticos de las mujeres en el país. Fi-
nalmente, se formulan conclusiones basadas en la 
evidencia analizada y recomendaciones para lograr 
la plena incorporación de las mujeres en los espacios 
públicos de toma de decisión, según el horizonte pa-
ritario. Las recomendaciones no tienen un carácter 
exhaustivo, sino que pretenden señalar algunos nu-
dos críticos para el debate, la apropiación y la defi-
nición de alternativas y estrategias por parte de los 
actores y las instituciones nacionales. 

2.B. El marco institucional y el 
federalismo electoral

Argentina es una República federal con un go-
bierno central, veintitrés provincias y una Ciudad 
Autónoma (Buenos Aires). En este esquema federal, 
cada provincia y la Ciudad de Buenos Aires dictan 
sus constituciones, se rigen por instituciones propias 
y establecen su propio sistema electoral para cargos 
subnacionales (de nivel provincial y municipal)5. Esta 
realidad institucional convierte a la Argentina en uno 
de los países más complejos de América Latina en 
términos electorales6.

Argentina no cuenta con un sistema de partidos 
nacionalizado y homogéneo en todo el territorio na-
cional, sino con un sistema federalizado (Gibson y 
Suárez Cao 2010) con múltiples sistemas partidarios 

5 Incluso en algunas provincias los municipios dictan sus propias reglas electorales y pueden celebrar sus elecciones con independencia de la convocatoria 
provincial.
6 En este marco, la ley de cuotas nacional (Ley 24.012) se aplica a las candidaturas al Congreso de la Nación y al Parlamento del MERCOSUR (Parlasur) pero 
coexiste con más de veinte leyes de cuota y paridad para candidaturas legislativas provinciales y, en algunos casos, municipales.
7 Al igual que el Índice de Desarrollo Humano (IDH), el Índice de Desarrollo de Género mide las tres dimensiones básicas del desarrollo humano de un país: gozar 
de una vida larga y saludable (salud), alcanzar los conocimientos necesarios para desenvolverse en la sociedad contemporánea (educación) y contar con los 
recursos que permitan una vida decente (ingreso), incorporando la relación entre los valores del IDH para mujeres y hombres. A su vez, el Índice de Desigualdad 
de Género mide la desigualdad en los logros alcanzados entre hombres y mujeres en tres dimensiones: salud reproductiva, empoderamiento y mercado laboral.
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2.D. Resultados del Índice de 
Paridad Política en Argentina
2.D.1. Compromisos nacionales con la 
igualdad en la Constitución y el marco 
legal (Dimensión 1)

La primera dimensión del Índice de Paridad 
Política analiza las condiciones formales mínimas 
que ofrece el Estado argentino para el ejercicio 
pleno de los derechos políticos de las mujeres, 
sin ninguna clase de discriminación y exclusión. El 
país obtuvo 60 puntos en esta dimensión (sobre un 
máximo posible de 100), lo que refleja la existencia 
de un marco legal relativamente robusto, aunque 
–como se verá más adelante– con algunos vacíos y 
aspectos por fortalecer. Es importante señalar que 
el Índice de Paridad Política examina la existencia 
de compromisos normativos con la igualdad y la no 
discriminación en razón del género, pero no evalúa 
la implementación ni la efectividad de las leyes vi-
gentes, lo que debe ser materia de otros estudios 
específicos.

En materia de compromisos normativos, enton-
ces, los mayores avances se registraron en tres in-
dicadores: (i) inclusión de la igualdad entre hombres 
y mujeres como precepto constitucional (Art. 37 de 
la Constitución reformada en 1994), (ii) existencia 
de una ley de acceso a una vida libre de violencia de 
carácter integral (Ley 26.485) y (iii) existencia de una 
ley de contra la discriminación (Ley 23.592, sobre 
actos discriminatorios), con 100 puntos cada uno. 
Las debilidades encontradas tienen que ver con (iv) 
la inexistencia de una ley de igualdad y (v) la no 
incorporación del principio de paridad en el texto 
constitucional, dos indicadores que recibieron el 
valor más bajo (0 puntos cada uno).

El Estado argentino ha suscrito y ratificado 
diversos instrumentos internacionales vinculantes 
que manifiestan un compromiso con la igualdad, 
la no discriminación y el ejercicio de los derechos 
políticos de las mujeres, de alcance universal y re-
gional (Cuadro 4). Junto con estos compromisos 
vinculantes, existen otros acuerdos no vinculantes 
pero muy significativos por su influencia en las le-
yes y políticas para garantizar la participación de 
las mujeres en la vida pública, como la Declaración 
y Plataforma de Acción de Beijing y sus procesos 
de seguimiento, o los Consensos de la Conferen-
cias Regionales de la Mujer de América Latina y el 
Caribe.

sejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales 
2015). La razón de femineidad en el conjunto de los 
niveles educativos (preescolar, primario, secundario 
y terciario/universitario) es superior al 100 % en to-
das las provincias (Censo 2010) y las mujeres tienen 
una participación significativamente superior que los 
hombres en los niveles educativos más altos (PNUD 
y Consejo Nacional de Coordinación de Políticas So-
ciales 2015). En 2011, el 57,5 % del total de estudian-
tes de las universidades públicas y el 61,5 % de sus 
graduados eran mujeres (Ministerio de Educación de 
la Nación 2011). Sin embargo, el Comité CEDAW ha 
señalado aspectos críticos, como el alto número de 
mujeres que abandona la escuela a causa de embara-
zos en la adolescencia8. Por otra parte, la mejor posi-
ción relativa de las mujeres en materia educativa no se 
refleja en su desempeño en el mercado laboral. 

En Argentina, la tasa de actividad de las mujeres 
es de 47,2 %, la de empleo es de 42,2 % y la de des-
ocupación, de 10,5 % (contra tasas de 69,6 %, 63,7 % 
y 8,5 % de los hombres) (EPH-INDEC 2016). De acuer-
do al Informe final de los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio, las mujeres continúan enfrentando procesos 
de segregación horizontal y vertical en el ámbito labo-
ral, ya que están sobrerrepresentadas en los puestos 
de mayor informalidad, menor jerarquía y calificación 
(PNUD y Consejo Nacional de Coordinación de Políti-
cas Sociales 2015: 106). Según el Informe Mundial so-
bre Salarios 2014/15 de la Organización Internacional 
del Trabajo, las mujeres argentinas ganan –en prome-
dio– un 27,2 % menos que los hombres, y esta brecha 
se amplía a medida que desciende el nivel educati-
vo de las primeras (CNM 2016). Pero existen brechas 
significativas en el acceso a posiciones jerárquicas de 
jefatura y dirección, donde las mujeres ocupan única-
mente un tercio de las mismas, lo que restringe su tra-
yectoria laboral (PNUD 2014).

A su vez, prevalecen las desigualdades de gé-
nero en el trabajo doméstico no remunerado, al cual 
las mujeres dedican el 75 % de su tiempo, contra 
un 24 % de dedicación en el caso de los hombres 
(INDEC 2013). De esta manera, “cuando las muje-
res se insertan en el mercado laboral, generalmente 
continúan a cargo de las actividades de cuidado y 
organización de sus hogares, en detrimento de su 
tiempo de descanso y ocio” (PNUD 2014: 25). Se 
estima que cada 30 horas una mujer es víctima de 
femicidio y se registran niveles elevados de violencia 
de género (CNM 2016), lo cual recientemente ha ge-
nerado reclamos y movilizaciones ciudadanas masi-
vas bajo la consigna “Ni Una Menos”.

8 Observaciones del Comité CEDAW al Estado argentino, 18 de noviembre de 2016.
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Cuadro 4: Instrumentos internacionales vinculantes sobre la condición de las mujeres 
vigentes en la República Argentina, por año de suscripción y ratificación

Alcance Instrumento Año de suscripción Año de ratificación

universal

Carta de las Naciones Unidas (1945) 1945 1945

Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer (1952) 1953 1960

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) 1968 1986

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra las Mujeres (CEDAW) (1979) 1980 1985

Protocolo Facultativo de la CEDAW (1999) 2006 2007

 regional

Carta de la Organización de Estados Americanos (1948) 1948 1956

Convención Interamericana sobre la Concesión de Derechos Políticos a 
la Mujer (1948) 1948 1957

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969) 1984 1984

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos (1988) 1988 2003

Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer (1994) 1994 1996

Cuadro 5: Principios de igualdad real y 
acción positiva en la Constitución

Aspectos destacados:

Art. 37
(Nuevos 
derechos y 
garantías)

“La igualdad real de oportunidades entre va-
rones y mujeres para el acceso a cargos elec-
tivos y partidarios se garantizará por acciones 
positivas en la regulación de los partidos políti-
cos y en el régimen electoral.”

Art. 75 
(Atribuciones 
del Congreso)

Corresponde al Congreso:

Inciso 23: “Legislar y promover medidas de 
acción positiva que garanticen la igualdad de 
oportunidades y de trato, y el pleno goce y 
ejercicio de los derechos reconocidos por esta 
Constitución y por los tratados internacionales 
vigentes sobre derechos humanos, en 
particular respecto de las mujeres…”

Disposición 
transitoria 
segunda

Las acciones positivas aludidas en el artículo 
37 “no podrían ser inferiores a los vigentes al 
tiempo de sancionarse esta Constitución y du-
rarán lo que la ley determine”.

CEDAW, igualdad real y acciones positivas 
en la Constitución Argentina

Argentina ratificó la CEDAW en 1985 sin reser-
vas y en 1994 le otorgó jerarquía constitucional, por lo 
cual esta Convención complementa los derechos y las 
garantías reconocidos en el país (Art. 75, inciso 22)9. 
En sintonía con la CEDAW, la Constitución reformada 
en 1994 también incorporó el principio de igualdad 
real entre mujeres y hombres en el acceso a cargos 
electivos y partidarios (Art. 37) y facultó al Congreso a 
promover medidas de acción positiva para garantizar 
el ejercicio efectivo de derechos (Art. 75, inciso 23). 

En gran medida, la incorporación de estos princi-
pios, derechos y garantías fue el fruto de la incidencia 
política de las mujeres de distintos partidos al interior 
de la Convención Nacional Constituyente de 1994, 
ya que gracias a la ley de cuota de género aproba-
da en 1991 (Ley 24.012), ellas representaron un tercio 
de dicho cuerpo colegiado. Dicha Convención Cons-
tituyente fue, en rigor, la “experiencia legislativa na-
cional con mayor presencia de mujeres de la historia 
argentina” (CNM 1995b: 30) hasta ese momento, y las 
mujeres convencionales colaboraron más allá de las 
etiquetas partidarias para la incorporación de este ar-
ticulado en la Carta Magna del país.

9 Además de la CEDAW, tienen jerarquía constitucional: la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación Racial, la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos 
del Niño, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los 
crímenes de lesa humanidad.



21

atenea

cia contra las mujeres (26.485) sancionada en 2009 y 
reglamentada en 2010 (Decreto 1011/2010), define a 
la violencia contra las mujeres como “toda conduc-
ta, acción u omisión, que de manera directa o indi-
recta, tanto en el ámbito público como en el privado, 
basada en una relación desigual de poder, afecte su 
vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, 
sexual, económica o patrimonial, como así también 
su seguridad personal”, estableciendo que quedan 
comprendidas las acciones perpetradas por el Estado 
o por sus agentes (Art. 4) . 

A partir de esta definición comprensiva, el artículo 
5 establece cinco tipos de violencia: física, psicológica, 
sexual, económica y patrimonial, y simbólica, y el artí-
culo 6 identifica seis modalidades en que se manifies-
tan: la violencia doméstica, institucional, laboral, contra 
la libertad reproductiva, obstétrica y mediática. De esta 
manera, la Ley 26.485 trasciende la violencia doméstica 
reconocida en la legislación preexistente (Ley 24.417 de 
Protección contra la Violencia Familiar) “para adquirir 
una dimensión transversal que proyecta su influencia 
sobre todos los ámbitos en los que las mujeres desa-
rrollan sus relaciones interpersonales” (CNM 2016: 16).

De acuerdo con la legislación en vigencia, los tres 
poderes del Estado están obligados a adoptar medi-
das que garanticen la igualdad, aunque el Consejo 
Nacional de las Mujeres (CNM) tiene responsabilida-
des específicas como ente rector de la política. Así, 
por ejemplo, el CNM es el organismo responsable de 
la elaboración, la implementación y el monitoreo de 
un plan nacional para abordar la violencia contra las 
mujeres y debe velar por la coordinación de accio-
nes y la promoción de servicios de asistencia integral 
y gratuita en todo el territorio nacional, garantizando 
instancias de tránsito y albergue .  

En 2016, a siete años de la sanción de la Ley 
26.485, el CNM lanzó el Plan Nacional de Acción para 
la Prevención, Asistencia y Erradicación de la Violen-
cia contra las Mujeres 2017-2019. Este plan establece 
dos ejes de actuación orientados a la prevención y 
a la atención integral de las mujeres en situación de 
violencia de género, así como tres ejes transversales 
referidos a la formación en perspectiva de género en 
todos los niveles, la articulación y coordinación insti-
tucional, y el monitoreo y evaluación de las políticas 

En 2007, con el impulso de legisladoras de distintos 
partidos políticos, el Congreso ratificó el Protocolo Fa-
cultativo de la CEDAW, que establece procedimientos 
para la presentación de denuncias sobre violaciones de 
los derechos humanos consagrados en la Convención 
(Borner et al. 2009). La Ley de Aprobación del Protocolo 
Facultativo de la CEDAW sin reservas (Ley 26.171) se 
originó en un proyecto enviado al Congreso por el Po-
der Ejecutivo Nacional, el cual, en general, tuvo mayor 
receptividad entre legisladoras que entre legisladores 
de distintos partidos.

El papel
de las legisladoras

en la votación de la Ley
de Aprobación

del Protocolo Facultativo 
de la CEDAW

•	 En el proceso de tratamiento del proyecto de ley 
de Aprobación del Protocolo Facultativo de la 
CEDAW, las legisladoras de diferentes partidos 
formaron coaliciones de apoyo dentro y fuera del 
Congreso para lograr su aprobación y mostraron 
un comportamiento diferenciado en la votación 
del proyecto en las dos cámaras.

•	 En el Senado, el proyecto tuvo 32 votos a favor, 
un 40 % de los cuales provino de mujeres. En 
Diputados, aproximadamente dos tercios de las 
mujeres de la cámara votó el proyecto de forma 
afirmativa, duplicando la proporción de diputa-
dos (Borner et al. 2009). Más aun, entre los dipu-
tados hubo niveles elevados de ausentismo, ya 
que prácticamente la mitad no se presentó en la 
votación (Ibíd. 2009: 128).

El marco legal para el acceso a una vida 
libre de violencia

En Argentina, la legislación nacional regula el de-
recho de las mujeres a una vida libre de violencia des-
de una perspectiva integral, en concordancia con la 
Convención de Belem do Pará. La Ley de Protección 
Integral para prevenir, sancionar y erradicar la violen-

10 A los efectos de esta ley, se considera violencia indirecta a toda conducta, acción u omisión, disposición, criterio o prácticas discriminatorias que ponga a la 
mujer en desventaja con respecto al varón” (Art. 4).
11 Desde su promulgación en 2009, la implementación de la Ley 26.485 ha sido materia de preocupación en el Congreso, donde se presentaron pedidos de 
informes al Poder Ejecutivo Nacional (Caminotti 2015), y también por parte del Comité CEDAW. En sus últimas observaciones al país, el CEDAW recomendó 
asignar recursos presupuestarios adecuados para la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres, asegurar recursos para la generación de datos 
estadísticos actualizados y desagregados sobre casos violencia de género, brindar reparación y asistencia jurídica a las mujeres víctimas de violencia de género y 
garantizar servicios de asesoramiento jurídico y psicológico, rehabilitación y otros servicios de apoyo accesibles a las mujeres de minorías étnicas, con discapaci-
dad, migrantes y refugiadas, entre otras medidas (Comité CEDAW 2016). 
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ción o el odio contra personas o grupos a causa de 
su raza, religión, nacionalidad o ideas políticas (Art. 
2 y 3), sin mención expresa de género y orientación 
sexual. Frente a estas restricciones, tanto la “Agen-
da de Género 2008-2010” como algunos proyectos 
legislativos posteriores han propuesto modificaciones 
referidas a la ampliación de las categorías, la no ta-
xatividad de la enumeración y la especificación de la 
discriminación por resultado, en concordancia con la 
CEDAW que tiene jerarquía constitucional en el país.

2.D.2. Ejercicio de las mujeres del derecho 
al sufragio (Dimensión 2)

La segunda dimensión analizada por el Índice de 
Paridad Política, el ejercicio del derecho al sufragio, 
no obtuvo un puntaje en el caso argentino. Si bien es 
posible saber cuántas mujeres conforman el padrón 
electoral nacional (16.406.733 electoras, un 51,1 % del 
electorado en 2015, como lo muestra el Cuadro 6) no 
se obtuvieron datos desagregados sobre la participa-
ción electoral de las mujeres, tomando en cuenta que 
las mesas de votación son mixtas13. Con todo, en un 
contexto donde el voto es obligatorio y la inscripción 
en el padrón (registro) electoral es automática, Argen-
tina registra elevados índices históricos de participa-
ción electoral de la ciudadanía en general (por encima 
del 75 %). En la elección presidencial de 2015 votaron 
26.048.446 personas (el 81,1 % del padrón nacional).

Hasta 2012 la edad mínima para votar era de 18 
años, pero a partir de una reforma de la ley de ciuda-
danía argentina (Ley 26.774), quienes cumplen 16 años 
antes de la elección nacional son inscriptos en el pa-
drón y tienen el derecho –aunque no la obligación– de 
votar. Esto quiere decir que los ciudadanos y las ciuda-
danas de 16 y 17 años son electores reconocidos, pero 
su voto es facultativo hasta la mayoría de edad. 

En Argentina, como en el resto del mundo, las mu-
jeres pudieron ejercer tardíamente su derecho al voto. 
El sufragio femenino fue reconocido legalmente en 
1947 (Ley 13.010), tres décadas después de la llama-
da Ley Sáenz Peña que instauró el sufragio “universal” 
masculino en 1916. La extensión de los derechos po-
líticos fue un reclamo de las sufragistas argentinas de 
distinta ideología política desde fines del siglo XIX (Ba-
rrancos 2002), aunque la ley de voto femenino quedó 

del Estado, en un esfuerzo por fortalecer el marco ins-
titucional y de políticas públicas.

Además de la legislación descrita, en los últimos 
años se adoptaron otras medidas legislativas para ga-
rantizar y proteger el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia. Entre ellas se destacan las re-
formas al Código Penal que eliminaron la figura del 
“Avenimiento” (por la cual una víctima de violación 
podía eximir a su agresor de la pena prevista por ese 
delito al contraer matrimonio) e impusieron la pena 
de reclusión perpetua a quien mate a una mujer ejer-
ciendo violencia de género (Ley 26.791/2012). La Ley 
27.063 (Código Procesal Penal) sancionada en 2014 
redujo la duración de los procedimientos legales re-
conociendo los derechos de las víctimas de violencia 
de género y la Ley 27.210 sancionada en 2015 creó un 
cuerpo de defensores especializados para proporcio-
narles asistencia jurídica. 

Retos del país en relación al marco 
normativo

Junto con los avances y las fortalezas identifica-
das, el Índice de Paridad Política indica algunos retos 
para fortalecer el marco legal de protección de dere-
chos de las mujeres y las condiciones habilitantes 
para su participación política plena. En este sentido, la 
inexistencia de una ley nacional de igualdad que brinde 
un marco ordenador para la definición y la coordinación 
de planes y políticas de género en todos los sectores 
del Estado representa un vacío en el marco legal.

En 2008, la Agenda de Género para el período 
2008-2010 de la Cámara de Diputados incorporó la 
propuesta de elaborar legislación que creara un plan 
de igualdad entre mujeres y varones12. Sin embargo, 
esta iniciativa no se concretó hasta el momento y Ar-
gentina se encuentra rezagada frente a buena parte 
de los países de América Latina que tienen leyes ge-
nerales de igualdad (PNUD 2015), como Costa Rica 
(1990), México (2006), Uruguay (2007) o el Salvador 
(2011), entre otros casos.

Otro reto es la incorporación de reformas en la ley 
contra actos discriminatorios (Ley 23.592) que pena-
liza “la justificación o promoción de la discriminación 
racial o religiosa en cualquier forma”, y la persecu-

12 La llamada “Agenda de Género para el período 2008-2010” es una resolución de la Cámara de Diputados, de carácter programático, que estableció prioridades 
legislativas sobre derechos de las mujeres, impulsada por la Comisión de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia y votada en el pleno. En el Congreso de la Nación 
de Argentina existen tres categorías de proyectos: de ley, de declaración y de resolución. Los proyectos de resolución tienen por objeto la adopción de medidas 
relativas a la composición u organización interna de las Cámaras, pedidos de informe y cualquier otra disposición que puedan tomar las Cámaras por sí mismas, 
sin intervención de otro poder.
13 En 2009, la Ley 26.571 (de Democratización de la Representación Política, la Transparencia y la Equidad Electoral) reemplazó las mesas de votación por sexo 
por mesas de naturaleza mixta.
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2.D.3. Existencia de mecanismos de 
cuotas de género o paridad (Dimensión 3)

La tercera dimensión del Índice de Paridad Políti-
ca analiza la existencia y el diseño de los mecanismos 
de cuota o paridad de género que se aplican en las 
candidaturas a los cargos electivos y en los altos car-
gos de la administración pública. Es importante des-
tacar que el Índice de Paridad Política considera las 
cuotas electorales en vigencia en el ámbito nacional y 
local, pero en el caso de Argentina se optó por anali-
zar la legislación nacional y la provincial (en lugar de la 
municipal), tomando en cuenta las características del 
federalismo electoral (véase apartado 2.B).

En esta dimensión, el país alcanzó 69,3 puntos 
(sobre un máximo de 100), el valor más alto de las sie-
te dimensiones analizadas. Este puntaje responde a la 
vigencia de una ley nacional de cuota de género que 
ha sido pionera en América Latina y en el mundo (Ley 
24.012), y que tiene fortalezas en su diseño, junto a 
la normativa vigente en las provincias, donde existen 
leyes de paridad política. 

Al desagregar los valores para cada indicador, 
en el caso de la legislación nacional los puntajes más 
altos se corresponden con: (i) la existencia de sancio-

nes por incumplimiento de la cuota y (ii) la ausencia 
de restricciones para su aplicación (100 puntos cada 
uno), seguidos por (iii) el porcentaje mínimo de can-
didaturas de mujeres (60 puntos) y (iv) la existencia 
de mandato de posición de las candidatas en las lis-
tas electorales (50 puntos). En el otro extremo, (v) la 
inexistencia de cuotas para cargos en la administra-
ción pública recibió 0 puntos. 

En cuanto a la legislación provincial (donde los 
puntajes representan valores promedio para las 22 le-
yes de cuota y paridad en vigencia al momento de la 
recolección de datos), los indicadores mejor posicio-
nados fueron (vi) la ausencia de restricciones para la 
aplicación de las cuotas y las medidas paritarias (100 
puntos), (vi) la existencia de sanciones por incumpli-
miento (95 puntos) y (vii) el porcentaje legal mínimo 
que regula la participación por sexo en las candidatu-
ras legislativas provinciales, y que va de 25 % a 50 % 
(65 puntos). Finalmente, el indicador sobre la existen-
cia de mandatos de posición de las candidatas en las 
listas obtuvo 54 puntos.

Estos puntajes muestran que el país tiene dos 
grandes desafíos en el camino hacia la igualdad sus-
tantiva en la vida pública y política: la adopción de le-
gislación de paridad en el Congreso Nacional –donde 
se pusieron en discusión iniciativas que no lograron 
aprobarse en 2016–; y la profundización de las refor-
mas paritarias en aquellas provincias que todavía no 
cuentan con esta clase de legislación14.  

La ley de cupo femenino: una medida 
pionera que se transformó en un techo 
para la participación de las mujeres

En 1991, el Congreso argentino aprobó la prime-
ra ley de cuotas del mundo. La Ley 24.012 de cupo 
femenino modificó el artículo 60 del Código Electoral 
Nacional para exigir la incorporación de un mínimo de 
30 % de mujeres, “en proporciones con posibilidad de 
resultar electas”, como condición para la inscripción 
de las listas de candidatos nacionales que presentan 
los partidos políticos. Hasta el año 2000, esta norma 
regía únicamente para las candidaturas a diputados 
y convencionales constituyentes nacionales. A partir 
de 2001, cuando los integrantes del Senado de la Na-
ción pasaron a ser electos a través del voto ciudada-
no (anteriormente eran designados por las legislaturas 
provinciales), el cupo femenino pasó a regir para las 
candidaturas a la Cámara alta y, más recientemente se 
hizo extensivo a las listas de candidatos al PARLASUR.

asociada a la figura de Eva Duarte, quien llevó adelante 
una intensa campaña durante la presidencia de su es-
poso, Juan Domingo Perón. Las mujeres votaron por 
primera vez en las elecciones nacionales de 1952.

14 Tres provincias tenían leyes de paridad política al momento del relevamiento de los datos para ATENEA (julio-septiembre de 2016), y se sumaron cuatro con 
posterioridad. 

Cuadro 6: Padrón Electoral de 2015: 
composición por sexo

Electorado Total %

Total de electores 
inscritos en el 
padrón electoral

32.131.153 100 %

Total de hombres 
en el padrón 
electoral

15.724.420 48,9 %

Total de mujeres 
en el padrón 
electoral 

16.406.733 51,1 %

Fuente: elaboración propia con información de la Cámara Nacional Electoral.
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dos, su lista debe tener (al menos) una mujer entre los 
dos primeros lugares para cumplir el cupo. A su vez, 
cuando se renuevan más de dos cargos, debe figurar 
una mujer como mínimo en alguno de los tres primeros 
puestos17. Junto a estos mandatos de posición, la re-
glamentación introdujo mecanismos de enforcement: 
por un lado, facultó a los jueces con competencia 
electoral a reordenar las listas que no cumplen la cuota 
(en caso de no tener respuesta del partido) y, por otro 
lado, permitió que cualquier ciudadano o ciudadana 
pueda impugnar listas que considere violatorias de la 
legislación (inicialmente, solo podían hacerlo las can-
didatas o precandidatas afectadas). 

El breve articulado de la Ley 24.012 no clarifica 
cómo deben ubicarse las candidatas en las listas par-
tidarias (cerradas y bloqueadas), pero sus detalladas 
reglamentaciones introdujeron exigencias precisas 
para las agrupaciones políticas15. De acuerdo con es-
tas normativas, el 30 % es una cantidad mínima y las 
candidatas tienen que ubicarse en lugares de las listas 
con posibilidades ciertas de salir elegidas. Con este 
criterio, el 30 % se aplica a la totalidad de la lista, pero 
también abarca al número de cargos legislativos que 
cada partido pone en juego en un distrito electoral16. 
Por ejemplo, si un partido se presenta a elecciones 
por primera vez, no renueva cargos o renueva hasta 

15 La Ley 24.012 fue reglamentada a través de los decretos del Poder Ejecutivo Nº 379/93, Nº 1246/00 y Nº 451/05, dictados por los presidentes Carlos Menem 
(1993), Fernando De la Rúa (2000) y Néstor Kirchner (2005), respectivamente.
16 En elecciones de diputados, los partidos presentan un número de candidatos igual al número de cargos que corresponden a cada distrito electoral. Si en un 
distrito se eligen cinco diputados, cada partido presenta cinco candidaturas titulares y otras tantas suplentes. Como esos cargos pueden ser conquistados por 
más de un partido (el sistema electoral es proporcional), la ubicación de las candidatas es acorde a la cantidad de legisladores o legisladoras del partido cuyo 
mandato finaliza ese año. Por ejemplo, si un partido tiene dos diputados electos en una provincia que finalizan su mandato, la reglamentación del cupo femenino 
considera que el partido “renueva” dos cargos; entonces, el partido deberá ubicar una mujer en el segundo lugar de su lista de candidatos, no en el tercero (Marx, 
Borner y Caminotti 2007:75).
17 Cuando la aplicación matemática del cupo arroja fracciones, se toma en cuenta la unidad superior. Si un partido pone en juego cuatro bancas en Diputados, 
como mínimo debe postular a una mujer en los primeros tres lugares de la lista (ya que el 30 % de 4 es 1,2).

Cuadro 7: Aspectos del diseño de la cuota legal para candidaturas nacionales

Indicadores del Índice de 
Paridad Política Descripción Puntaje 

1. Porcentaje de mujeres en las 
listas de candidatos 30 % mínimo, “en proporciones con posibilidad de resultar electas” (Ley 24.012/1991). 60 puntos

2. Reglas para para la ubicación 
de las mujeres en las listas

El 30 % es una cantidad mínima (Decreto 1246/00).

50 puntos

El porcentaje mínimo debe aplicase a la totalidad de la lista, pero solo se considera cumplido 
si abarca el número de cargos que el partido renueva en la elección (Decreto 1246/00).

Cuando un partido se presenta por primera vez, no renueva cargos, o renueva hasta dos, 
debe haber como mínimo una mujer entre los dos primeros lugares de la lista (Decreto 
451/05).

Cuando la aplicación matemática del porcentaje determina fracciones menores a la unidad, 
el concepto de cantidad mínima es la unidad superior (Decreto 1246/00).

3. Sanción por incumplimiento No inscripción de la lista (Ley 24.012). 100 puntos

4. Restricciones para la 
aplicación Sin restricciones ni excepciones. 100 puntos

Otras disposiciones
(no medidas por el Índice
de Paridad Política)

Reemplazo de candidatas: si una mujer fallece, renuncia, se incapacita o abandona la candi-
datura antes de los comicios, debe ser reemplazada por la mujer que le siga en la lista. Esta 
medida solo se aplica para reemplazos de mujeres (Decreto 1246/00).

Sin
medición

Enforcement: si una candidata está ubicada en un lugar posterior al que le corresponde, el 
juez electoral debe solicitar al partido que reordene la lista en 48 horas. Si no cumple, el juez 
procederá de oficio (Decreto 1246/00).

Impugnaciones: toda persona inscripta en el padrón electoral distrital tiene derecho a impug-
nar una lista que considere violatoria de la Ley 24.012 (Decreto 1246/00).

Fuente: elaboración propia basada en la normativa nacional.
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proporción de diputadas pasó de 5 % a 13 % en 
las elecciones de 1993 (de renovación parcial de la 
Cámara baja) y se duplicó a partir de 1995. En la 
Cámara alta, a partir de la primera elección directa 
de senadores nacionales en 2001 la participación 
de las mujeres se elevó de 6 % a 38 % (Gráfico 1), 

18 Los diputados nacionales son elegidos por sistema de representación proporcional D’Hondt con listas cerradas y bloqueadas, en 24 distritos plurinominales 
de tamaño variable (entre 3 y 35 cargos). Para la elección de senadores/as (3 por cada provincia) se utiliza un sistema de lista incompleta donde cada partido 
presenta solo dos candidatos titulares para los tres cargos en juego. En cada distrito provincial, la lista bloqueada y cerrada que obtiene mayor cantidad de votos 
positivos logra dos cargos, y la segunda lista más votada obtiene el tercer cargo. Las reglas de ubicación de las candidatas, previstas en la reglamentación de la 
ley de cupo femenino, garantizan que cada provincia cuente, al menos, con una senadora nacional.

Desde la entrada en vigencia de la ley de cupo 
femenino, los porcentajes de legisladoras naciona-
les aumentaron en forma sostenida, gracias al dise-
ño de la cuota y a un sistema electoral con elemen-
tos favorables para su aplicación, como la fórmula 
proporcional con listas cerradas y bloqueadas18. La 

Buena práctica
Coalición multiparTidaria de mujeres para lograr la ley de cupo femenino

La ley nacional de cupo femenino resultó de la incidencia política de mujeres dirigentes y militantes de los principales partidos 
de Argentina. La campaña nacional por las cuotas fue, desde su origen, una campaña organizada por mujeres y multipartidaria. 

•	 El proceso comenzó con la iniciativa de incorporar cuo-
tas de género en los estatutos del partido Unión Cívi-
ca Radical, pero la negativa de la dirigencia masculina 
marcó un cambio de estrategia política (Caminotti 2014) 
y, en 1989, se presentaron dos proyectos de ley, uno en 
cada Cámara del Congreso.

•	 Las dirigentes que se agruparon en torno del reclamo 
argumentaban que la subrrepresentación de las muje-
res que experimentaba la Argentina (con bajísimos po-
centajes de legisladoras nacionales entre 1983 y 1991) 
evidenciaba la discriminación en los partidos políticos y 
limitaba el proceso de democratización del país. A par-
tir de estas ideas se desplegaron acciones para lograr 
apoyos al reclamo de cuotas y se movilizaron militantes 
durante el tratamiento y votación del proyecto de ley. 

•	 El 20 de septiembre de 1990 la iniciativa tuvo media san-
ción en el Senado y fue aprobada por unanimidad ante 
una concurrida tribuna de mujeres dirigentes y militantes 
partidarias. La campaña ganó mayor escala y tuvo un im-
portante punto de apoyo en el Estado, específicamente en 
el Consejo Coordinador de Políticas Públicas para la Mujer 
creado en 1991 (más tarde, Consejo Nacional de la Mujer/
CNM). Con el propósito de coordinar acciones se conformó 
una comisión asesora de mujeres de todas las fuerzas par-
tidarias con representación legislativa. El día de la votación 
del proyecto en Diputados, miles de mujeres se moviliza-
ron al Congreso para lograr la aprobación de la ley.

•	 Tras la sanción de la Ley 24.012, el CNM monitoreó las 
listas y realizó presentaciones judiciales para garantizar 
el cumplimiento del cupo femenino. 

Fuente: elaboración propia con datos de la Dirección de Información Parlamentaria de la H. Cámara de Diputados de la Nación.

Gráfico 1: Mujeres en el Congreso de la Nación (1983-2017), en porcentajes
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De las cuotas mínimas a la paridad de 
género en las provincias

En Argentina, la ley de cupo femenino tuvo efectos 
de contagio en las provincias (Archenti 2002). La apro-
bación de la Ley 24.012 y la incorporación del principio 
de las acciones positivas en la Constitución activaron la 
presentación de proyectos y la aprobación de leyes de 
cuota provinciales (Caminotti 2009). Todas las provincias 
cuentan con leyes de cuota mínima o paridad de géne-
ro para candidaturas de orden provincial y local, o bien 
adhieren a la normativa nacional (como en el caso de la 
Ciudad de Buenos Aires)21.

Desde 1992, veinte provincias adoptaron leyes de 
cuota mínima similares a la ley nacional, y a partir de 2010 
se sumaron dos provincias restantes donde las dirigen-
cias de los principales partidos resistieron las medidas 
de acción afirmativa durante más de una década (Jujuy y 
Entre Ríos). En términos generales, las cuotas de género 
en vigencia para las elecciones provinciales abarcan las 
candidaturas legislativas (con excepción de los cargos 
que se eligen en distritos uninominales), incorporan man-
datos de posición y establecen la no inscripción de las 
listas que no cumplan los requerimientos normativos. La 
redacción de la legislación es clara y deja poco margen 
de interpretación (Caminotti y Freidenberg 2016). 

Entre 2000 y 2002 –en ausencia de una ley nacional 
de paridad y antes de los consensos regionales de Quito 

un resultado que posicionó al país a la vanguardia 
en términos regionales. En 2009 el Congreso de la 
Nación se encontraba entre los seis Parlamentos 
nacionales del mundo con mayores porcentajes de 
legisladoras, según el ranking de la Unión Interpar-
lamentaria19.

Pese a la efectividad de la cuota de género, el 
Gráfico 1 muestra que la evolución de la partici-
pación de las mujeres en el Congreso de la Na-
ción entró en una meseta. Desde 2009 a la fecha, 
el nivel de representación de mujeres en las dos 
Cámaras se ha mantenido estable en torno de los 
porcentajes mínimos legalmente exigidos y, en tér-
minos comparativos, Argentina perdió su posicion 
de liderazgo regional y global.

Entre 2009 y 2016 el país descendió 22 luga-
res en el ranking de la Unión Interparlamentaria, 
pasando del puesto 6 al 28, y quedando por detrás 
de varios países de América Latina que han adopta-
do reformas paritarias, como Bolivia (con un 53 % 
de diputadas nacionales en 2017), Ecuador (42 %) o 
México (43 %)20. Esto refuerza el desafío de adoptar 
una ley de paridad política que permita superar la 
meseta y adecuar la normativa nacional al principio 
de democracia paritaria, como una nueva meta para 
erradicar la exclusión de las mujeres en el acceso y 
en el ejercicio del poder.

19 Dato correspondiente al mes de enero de 2009, disponible en: http://www.ipu.org/wmn-e/arc/classif310109.htm.
20 Datos tomados de Inter-Parliamentary Union: http://www.ipu.org/wmn-e/classif.htm (actualizados al 1 de enero de 2017).
21 Chubut adhirió a la Ley 24.012 hasta 2016, año en que la Legislatura aprobó una ley provincial de paridad política.

Una nueva ola de leyes provinciales de paridad política
 •	 2016 fue un año caracterizado por avances significativos 

hacia la paridad política en las provincias argentinas. En 
octubre, la Legislatura de la Provincia de Buenos Aires 
aprobó la Ley 14.848, que establece que toda lista de 
candidatos a cargos electivos en cuerpos colegiados pro-
vinciales y municipales debe contener porcentajes igua-
les y equivalentes de candidatos del género masculino y 
femenino, en todas las categorías, con un mecanismo de 
alternancia y secuencialidad. 

•	 La nueva ley de paridad tuvo su origen en un proyecto 
presentado por primera vez en 2014, que no fue tra-
tado ese año ni el siguiente, pero coyuntura política 
de 2016 abrió una ventana de oportunidad. Entre las 
novedades, la asunción de la primera gobernadora 
provincial, María Eugenia Vidal (Frente Cambiemos) 
–quien se manifestó a favor de la paridad de géne-
ro–, el respaldo público de dirigentes nacionales de 
peso (como el líder del Frente Renovador y excandida-
to presidencial, Sergio Massa) y la formación de una 

coalición multipartidaria de mujeres favorecieron los 
acuerdos dentro y fuera de la Legislatura provincial.

•	 Luego de la reforma en la Provincia de Buenos Aires se 
adoptaron leyes de paridad en Chubut (Ley XII Nº 12, de 
Igualdad Política de Género), Salta (Ley 7.955) y Neu-
quén (Ley 3.053). En los dos primeros casos se trató 
de normas sobre la equitativa composición de las listas 
de candidatos provinciales y municipales (para todos los 
municipios en Salta y solo para aquellos sin autonomía 
en Chubut). En Neuquén, el mecanismo de la paridad 
en las listas de candidatos provinciales y municipales 
(salvo en los municipios autónomos, que definirán si ad-
hieren o no a la normativa provincial) formó parte de una 
reforma electoral más amplia. Cabe destacar que las 
tres provincias contemplan mecanismos de alternancia.

•	 Finalmente, la paridad logró media sanción en las provin-
cias de Santa Fe y Catamarca, mientras existen proyectos 
en tramitación en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
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mes de diciembre, una cuarta parte de las provincias ar-
gentinas contaba con leyes de paridad política y en otras 
había proyectos de ley en discusión. En general, estas 
reformas fueron impulsadas por legisladoras y mujeres 
dirigentes de partidos políticos, aunque en el caso de la 
Provincia de Buenos Aires –la más grande y poblada– fue 
fruto de un proyecto presentado por un Senador22.

22 Sebastián Galmarini (Frente Renovador).
23 Fuente: elaboración propia basada en la legislación provincial.

y de Brasilia que impulsaron el ideal de democracia pa-
ritaria en América Latina– tres provincias reformaron sus 
leyes de cuota iniciales para establecer la participación 
equivalente de géneros en las candidaturas a los cuerpos 
colegiados (Córdoba, Santiago del Estero y Río Negro). 
En 2016, a estas provincias pioneras se le sumaron Bue-
nos Aires, Salta, Chubut y Neuquén, con lo cual, en el 

Cuadro 8: Características del diseño de las leyes provinciales de cuota y paridad política23

Provincia % Mandato de posición Excepciones Sanciones 

Buenos Aires 50 Alternancia y secuencialidad. No inscripción

Catamarca 30 Posiciones con posibilidad de resultar electas. No inscripción

Chaco 30 Posiciones con posibilidad de salir elegidas, según cargos del partido. No inscripción

Chubut 50 Alternancia y secuencialidad. No inscripción

Córdoba 50 Alternancia y secuencialidad. Candidaturas
uninominales No inscripción

Corrientes 30 Posiciones con posibilidad de salir elegidas, según la cantidad de car-
gos del partido. No inscripción

Entre Ríos 25 Una candidatura de un sexo por cada tramo de cuatro candidaturas. 
Cumplido el 25 %, los cargos pueden ser cubiertos por cualquier sexo.

Candidaturas uninomina-
les y listas de candidatos 

al Senado provincial 
No inscripción

Formosa 30
El primer lugar puede ser de cualquier sexo, pero si fuese masculino, el 
segundo debe ser femenino. Al menos una mujer cada dos varones a par-
tir del segundo lugar, hasta completar un tercio de los cargos a cubrir.

No inscripción

Jujuy 30 No más de dos candidatos del mismo sexo en orden sucesivo.

La Pampa 30 Posiciones con posibilidad de resultar electas. No inscripción

La Rioja 30 Posiciones con posibilidad de resultar electas. Candidaturas
uninominales No inscripción

Mendoza 30 División de cada lista en tercios, con participación de una mujer en 
cada tercio. No inscripción

Misiones 30 Posiciones con posibilidad de resultar electas. No inscripción

Neuquén 50 Alternancia y secuencialidad.

Río Negro 50 Alternancia y secuencialidad. No inscripción

Salta 50 Alternancia y secuencialidad. Candidaturas
uninominales No inscripción

San Juan 30 -- -- No inscripción

San Luis 30 Posiciones con posibilidad de salir elegidas, según la cantidad de car-
gos del partido. No inscripción

Santa Cruz 30 Posiciones con posibilidad de resultar electas. No inscripción

Santa Fe 30 Posiciones con posibilidad de resultar electas. No inscripción

Santiago del Estero 50 Alternancia y secuencialidad. No inscripción

Tierra del Fuego 30 Posiciones con posibilidad de resultar electas. No inscripción

Tucumán 30 Posiciones con posibilidad de resultar electas, según la cantidad de 
cargos del partido. No inscripción
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boletas partidarias en papel a uno con medios elec-
trónicos). La discusión de la reforma electoral generó 
la oportunidad para proponer medidas paritarias y, en 
ese marco, tanto diputadas como senadoras de dis-
tintos partidos conformaron coaliciones promotoras 
de la paridad política en ambas cámaras.

De manera semejante a la campaña por la ley de 
cupo femenino en la década de 1990, la propuesta de 
paridad fue impulsada por mujeres de diversas agru-
paciones políticas que abogaron por la incorporación 
de reglas paritarias en el Código Nacional Electoral, y 
trabajaron para persuadir a diputados, senadores y diri-
gentes partidarios. La formación de esta coalición multi-
partidaria de mujeres y el apoyo de actores por fuera del 
Poder Legislativo favorecieron la media sanción de las 
propuestas en el Senado y en la Cámara de Diputados, 
el 19 y el 20 de octubre de 2016 respectivamente25. 

Sin embargo, los desacuerdos partidarios alrede-
dor del cambio de sistema de emisión del voto impidie-
ron la aprobación de la reforma electoral y, con ella, de 
la propuesta de paridad de género. En definitiva, más 
allá de las legisladoras promotoras –y del respaldo de 
ONG y agencias internacionales– este desenlace su-
giere que la paridad todavía no cuenta con un apoyo 
político generalizado que permita movilizar las volunta-
des necesarias para su transformación en ley. En este 
contexto, la construcción de apoyo en los partidos polí-
ticos, en ámbitos sociales más amplios y en los medios 
de comunicación es un camino crítico para readecuar 
el marco normativo vigente y superar las limitaciones 
de una ley de cuotas que ha encontrado sus límites tras 
dos décadas y media de aplicación en el país.

El potencial impacto que podría tener una ley de 
paridad en el orden nacional lo evidencian no solo las 
experiencias de los países de la región que ya han 
adoptado reglas paritarias, sino también los casos 
subnacionales en Argentina. Con diferencias que se 
explican especialmente por las características de 
cada sistema electoral, las primeras elecciones ce-
lebradas con leyes de paridad política en las provin-
cias han aumentado los números de mujeres electas, 
como lo muestra el Cuadro 9. En Santiago del Estero, 
por ejemplo, el porcentaje de legisladoras provinciales 

En las provincias donde la Constitución no reco-
noce la autonomía municipal, las leyes provinciales de 
cuota o paridad rigen para las candidaturas a los car-
gos legislativos en el nivel local24. En cambio, en aque-
llas provincias con autonomía municipal, algunos mu-
nicipios tienen la facultad de dictar normas propias que 
pueden diferenciarse del marco provincial. Por ejemplo, 
en la Provincia de Córdoba (con autonomía municipal) 
la ley de paridad rige para todas las listas de candida-
tos a cargos electivos provinciales, municipales (pero 
solo en las localidades sin Carta Orgánica) y comu-
nales. En la Provincia de Buenos Aires (sin autonomía 
municipal), las disposiciones de la reciente ley paridad 
provincial rigen tanto para candidaturas a la Legislatura 
provincial (Cámara de Diputados y Senado) como a los 
Concejos deliberantes de los 135 municipios.

Experiencia
En Entre Ríos, la última provincia en adoptar una 
ley de cuotas que, además, es las más baja del país 
(25 %), la Ley 9.728 reformó la Ley Orgánica de 
Municipios e introdujo un mecanismo de paridad de 
género en las listas de candidatos a concejales o 
vocales de Juntas de Fomento. Dichas listas deben 
respetar el principio de participación equivalente 
de géneros, asignando obligatoriamente un 50 % 
de candidatos varones y un 50 % de candidatas 
mujeres en forma intercalada. 

El desafío de la paridad política 

Luego de dos décadas de experiencia con 
las cuotas de género, Argentina enfrenta el reto de 
aprobar leyes de paridad política en el Congreso de 
la Nación y en las legislaturas provinciales donde la 
discusión está pendiente. En 2016, la paridad se ins-
taló fuertemente en el debate político nacional en el 
contexto de discusiones sobre el nombramiento de 
nuevos jueces de la Corte Suprema de Justicia, pri-
mero, y luego de la discusión de la reforma electo-
ral propuesta por el Poder Ejecutivo para modificar 
el mecanismo de emisión del voto (de un sistema de 

24 Por ejemplo, en la Provincia de Buenos Aires, las disposiciones de la reciente ley de paridad se aplican en listas de candidatos a la Legislatura provincial bicam-
eral y en listas de candidatos a los Concejos deliberantes de los municipios.
25 Según el proyecto con media sanción en Diputados, “las listas de candidatos a senadores y diputados nacionales, parlamentarios del Mercosur y convencionales 
constituyentes, deben conformarse con candidatos de diferente género de manera intercalada, en forma alternada y consecutiva, del primer candidato al último 
suplente, para que no haya dos del mismo género consecutivos”. En el caso del proyecto con media sanción en Senado, se prevé que “las listas de candidatos/as 
que se presenten para la elección de senadores/as nacionales, diputados/as nacionales y parlamentarios/as del Mercosur deben integrarse ubicando de manera 
intercalada a mujeres y varones desde el/la primer/a candidato/a titular hasta el/la último/a candidato/a suplente”. Para candidaturas al Senado, plantea reemplazos 
para cargos que ingresan por mayoría y minoría. En caso de reemplazos “de un senador/a nacional de la lista que hubiere obtenido la mayoría de votos emitidos lo/la 
sustituirá el/la senador/a suplente de igual sexo”. En caso de reemplazos “de un/a senador/a nacional de la lista que hubiere resultado siguiente en cantidad de votos 
emitidos, será sustituido/a por el/la suplente”. Las listas suelen ser encabezadas por hombres, las listas que consiguen dos bancas en Senado eligen un binomio 
hombre/mujer y las que solo eligen un cargo, eligen hombres. Con el mecanismo de reemplazo propuesto, se promovería que el cargo pueda pasar a las mujeres.
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yes de paridad política en 2016 (Buenos Aires, Sal-
ta, Chubut y Neuquén), la adopción de estas reglas 
también permite proyectar escenarios más cercanos 
a la paridad efectiva. En las elecciones de 2015 en 
Buenos Aires, se utilizó la cuota mínima de 30 % y se 
eligieron once diputadas provinciales (24 % del total 
de electos a la Cámara baja) y siete senadoras provin-
ciales (30 % del total de electos a la Cámara alta)26. En 
dichas elecciones (manteniendo todo lo demás igual), 
la paridad con alternancia hubiese provocado la elec-
ción de veinte diputadas y diez senadoras, elevando 
el porcentaje de mujeres electas a 43 % en cada caso, 
suponiendo que las listas hubiesen sido encabezadas 
por hombres27. En un segundo escenario, si todas las 
listas que obtuvieron representación hubiesen sido 
encabezadas por mujeres, la paridad hubiera condu-
cido a la elección de un 57 % de legisladoras (veinti-
séis diputadas y trece senadoras, respectivamente). 
Este rápido ejercicio permite proyectar escenarios de 
representación más igualitarios en el próximo turno 
electoral de la mayor provincia del país. En Chubut y 
Neuquén, es esperable que se observen avances en 
esta misma dirección, con mayores limitaciones en el 
caso de Salta, donde un número importante de los 
cargos se elige en distritos uninominales.

Paridad vertical
y paridad horizontal

•	 De acuerdo con la Norma Marco para consolidar la 
Democracia Paritaria elaborada por el PARLATINO con 
el apoyo técnico de la Oficina Regional de ONU Muje-
res para las Américas y el Caribe, la “paridad vertical” 
refiere a la ubicación de las candidaturas de mujeres 
y hombres en las listas plurinominales de manera al-
ternada y secuencial, tanto en cargos titulares como 
en suplentes. En el caso de las listas uninominales, 
la paridad vertical se cumple con la incorporación de 
candidaturas suplentes del sexo opuesto al del titular. 

•	 En cambio, la noción de “paridad horizontal” refiere 
a la participación equivalente de mujeres y hombres 
en los encabezamientos de las listas partidarias (pri-
meros lugares). Cuando un mismo partido político 
y/o alianza se presenta en varios distritos electora-
les simultáneamente, esto implica acordar encabe-
zamientos de mujeres y hombres en proporciones 
iguales (ONU Mujeres y Parlamento Latinoamericano 
y Caribeño 2015: 14). 

Si bien la paridad tuvo un impacto positivo en 
las provincias donde fue implementada, el incremen-
to marginal del porcentaje de mujeres electas en la 
legislatura cordobesa es un ejemplo de la relevancia 
del diseño electoral para potenciar o limitar el alcance 
de las reformas a favor de la igualdad de género. Al 
sancionar su ley de paridad, la Provincia de Córdoba 
tenía un sistema electoral proporcional y contaba con 
un 30 % de legisladoras. Con la paridad en vigencia, 
la provincia experimentó una reforma electoral que 
estableció el sistema mixto segmentado, y 26 de los 
70 cargos de la Legislatura provincial pasaron a ele-
girse en distritos uninominales. En este marco, la pa-
ridad se aplica solamente en las listas plurinominales 
y las mujeres tienden a llegar a la Legislatura a través 
de las mismas, ya que no hay exigencias de paridad 
horizontal (entre candidaturas uninominales).

En el caso de las provincias que sancionaron le-

creció veinte puntos entre 1999 y 2001, pasando de 
28 % a 48 %. En Córdoba, el crecimiento fue mucho 
más modesto porque la provincia tiene un sistema 
electoral segmentado, donde una parte los miembros 
de la legislatura se eligen en listas de representación 
proporcional (cerradas y bloqueadas), con reglas de 
paridad de género, y otra parte en distritos uninomi-
nales, donde no rige la paridad de género.

26 Porcentajes calculados sobre la mitad de cada cámara (46 diputados, 23 senadores), dado que se renuevan cada dos años por mitades. Para la elección de 
ambas cámaras se utiliza el mismo sistema electoral: representación proporcional Hare con restos mayores y listas cerradas y bloqueadas, con 8 secciones 
electorales (distritos) de magnitud variable. Cada dos años, alternativamente, cuatro secciones renuevan diputados y, las restantes, senadores.
27 La Ley 14.848 (de paridad) que se aplicará por primera vez en 2017, establece un principio de paridad vertical con alternancia, pero no contempla reglas de 
paridad horizontal, con lo cual los partidos pueden optar por encabezar sus listas con hombres o mujeres.

Cuadro 9: Diputadas provinciales electas 
antes y después de la adopción de leyes de 
paridad política en Santiago del Estero, 
Córdoba y Río Negro (en porcentajes)*

Provincia

Diputadas 
antes
de la 

paridad

Diputadas 
después 

de la 
paridad

Crecimiento 
porcentual

Santiago 
del Estero 28 % (1999) 48 % (2001) 20 

Córdoba 30 % (1999) 34 % (2001) 4 

Río Negro 20,5 % (1999) 36 % (2003) 15,5

* En cada caso se consideran las elecciones inmediatamente anteriores y 
posteriores a la entrada en vigencia de las leyes de paridad. 

Fuente: elaboración propia basada en datos provistos por las Legislaturas 
provinciales.
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(ii) la existencia de un mecanismo nacional de Mujer/
Género en el Poder Ejecutivo (el Consejo Nacional de 
las Mujeres), aunque sin rango de Ministerio (50 pun-
tos). El resto de los indicadores logró valores bajos. En 
efecto, (iii) el porcentaje de mujeres en viceministerios 
(o cargo similar) tuvo 28 puntos, (iv) el porcentaje de 
mujeres que ocupan Ministerios/Secretarías de Estado 
logró 27,2 puntos, mientras (v) el porcentaje de muje-
res que ocupan dichos cargos en áreas no tradiciona-
les (es decir, en aquellos que no están relacionados 
con las políticas sociales) obtuvo únicamente 25 pun-
tos, el valor más bajo de la dimensión.

Mujeres en el Gabinete de Ministros y en 
Secretarías de Estado 

Los datos sobre participación de las mujeres en 
el Poder Ejecutivo Nacional en el actual período pre-
sidencial y en los dos anteriores, reflejan que el país 
se encuentra lejos de la paridad de género. Como lo 
muestra el Cuadro 10, sobre un total de 22 carteras 
ministeriales del Gabinete nacional en 2016, poco 
más del 10 % tenía a una mujer como titular. En los 
tres últimos períodos el porcentaje de ministras des-
cendió más de 10 puntos, pasando de un promedio 
de 25,8 % para 2007/2011 a 16,6 % en 2016.

Para el análisis de los ministerios liderados por 
mujeres, ATENEA utiliza tres categorías –reproducción, 
producción y preservación del sistema– que delimitan 
áreas de actividad que se asocian con los roles socia-
les tradicionales de mujeres y hombres (Skard y Haa-
vio-Mannila 1985). La categoría “reproducción” com-
prende las áreas de política social, familiar, sanitaria, 
educativa, de vivienda, de medio ambiente y cultural.  
La “producción” abarca asuntos de política económi-
ca, fiscal, laboral, industrial o energética; mientras que 
la “preservación del sistema” refiere a cuestiones insti-
tucionales como la organización de la justicia, la refor-

2.D.4. Presencia de mujeres en el Poder 
Ejecutivo Nacional y condiciones mínimas 
para el ejercicio del cargo (Dimensión 4)

La cuarta dimensión del Índice de Paridad Políti-
ca mide la presencia de mujeres en el Poder Ejecutivo 
Nacional y las características del mecanismo nacional 
para la igualdad de las mujeres. Como antecedente, 
Argentina está entre los países de América Latina 
que más de una vez han tenido mujeres ejerciendo 
la Presidencia. La primera mujer en acceder al cargo 
fue María Estela Martínez de Perón, quien asumió en 
1974 tras la muerte del presidente Juan D. Perón, en 
su condición de vicepresidenta electa28. En 2007 Cris-
tina Fernández de Kirchner se transformó en la prime-
ra presidenta electa de la historia, reelegida en 2011 
por un nuevo período29. 

En las elecciones nacionales de 2015, varias 
fórmulas presidenciales incluyeron mujeres: Margari-
ta Stolbizer fue candidata de la alianza Progresistas, 
Gabriela Michetti secundó a Mauricio Macri (Cam-
biemos), mientras Myriam Bregman y Liliana Negre 
de Alonso fueron candidatas a la vicepresidencia en 
las boletas lideradas por Nicolás del Caño (Frente de 
Izquierda) y Adolfo Rodríguez Saá (Compromiso Fe-
deral), respectivamente. La victoria de la coalición 
Cambiemos en dicha elección transformó a Gabriela 
Michetti en la segunda vicepresidenta electa del país.

Más allá de estos antecedentes, la Argentina ob-
tuvo únicamente 46 puntos en esta dimensión del Ín-
dice de Paridad Política, lo que sugiere un importante 
desafío para el logro de la paridad efectiva. Al conside-
rar cada indicador en forma desagregada, el valor más 
alto corresponde a (i) la inexistencia de diferencias por 
sexo en la duración promedio del cargo de las perso-
nas que ocuparon la titularidad de un Ministerio en el 
último período presidencial (100 puntos), seguido por 

Cuadro 10: Mujeres en el Gabinete Ministerial, por período presidencial (2007-2016)

Mandato presidencial
2015-2016*

Mandato presidencial
2011-2015

Mandato presidencial
2007-2011

Hombres Mujeres % Mujeres Hombres Mujeres  % Mujeres Hombres Mujeres % Mujeres

19 3 13,6 21 5 19,2 23 8 25,8

* El período finalizará en 2019 pero los datos consignados llegan a 2016.

Fuente: Proyecto GPS del Estado, CIPPEC-ASAP.

28 En 1976, su gobierno fue depuesto por el golpe de estado que inició la dictadura cívico-militar que se extendió hasta 1983.
29 Las elecciones presidenciales de 2007 mostraron un hecho inédito en la historia argentina, ya que Cristina Fernández de Kirchner y Elisa Carrió (la segunda 
candidata más votada) concentraron el 70 % de los votos válidamente emitidos.
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vación del sistema (Relaciones Exteriores y Culto, y 
Seguridad)30 y una del área de la reproducción (Desa-
rrollo Social, correspondiente)31. Como contrapunto, 
no había mujeres a cargo de los ministerios produc-
tivos. En este marco no se encontraron diferencias 
por sexo en la duración promedio en el cargo. En el 
último mandato presidencial (2011-2015), el promedio 
de duración en el cargo fue de 31,4 meses tanto para 
hombres como mujeres.

Por otro lado, sobre un total de 85 secretarías de 
Estado, únicamente un 14,1 % (12 cargos) estaba en 
manos de mujeres en 201632. El total de mujeres en 
estos cargos prácticamente no varió respecto a 2011-
2015, pero su participación relativa aumentó como 
consecuencia de una reducción de la estructura admi-
nistrativa en este nivel jerárquico. En cambio, durante 
el período 2007-2011, al igual que en los cargos minis-
teriales, la participación de mujeres fue mayor tanto en 
términos absolutos como relativos (Cuadro 11).

Los resultados obtenidos por el país en esta di-
mensión del Índice de Paridad Política corroboran que 
el nivel de participación de las mujeres en puestos de 
conducción política en el ámbito del Poder Ejecutivo 
Nacional es muy bajo. Mientras en la base piramidal 
de la administración pública central las mujeres re-
presentan el 50 % de la fuerza de trabajo (GPS del 
Estado), dicha cifra desciende considerablemente 
cuando se trata de los puestos jerárquicos de máxima 
decisión política33. Esta realidad se corresponde con 
la ausencia de cuotas u otras medidas que promue-
van la inclusión de mujeres en estos niveles deciso-
rios. Con la ausencia de políticas de acción afirmativa 
o paridad en la administración central, en Argentina 
tampoco se han incorporado principios de igualdad y 

ma política y administrativa, o la política exterior y de 
defensa (entre otras). Con el uso de estas categorías, 
el objetivo es indagar si las mujeres son asignadas a 
las áreas consideradas femeninas o si están a cargo 
de temas no tradicionales (es decir, sin una fuerte aso-
ciación con lo reproductivo y el cuidado). 

En el período 2015-2016, en un escenario con 
baja presencia de mujeres en las jerarquías de los 
ministerios nacionales (solo 3 sobre 22 cargos), ellas 
dirigían únicamente dos carteras del área de preser-

Cuadro 11: Mujeres en Secretarías de Estado por mandato presidencial (2007-2016)

Mandato presidencial
2015-2016*

Mandato presidencial
2011-2015

Mandato presidencial
2007-2011

Hombres Mujeres % Mujeres Hombres Mujeres  % Mujeres Hombres Mujeres % Mujeres

73 12 14 108 13 11 92 18 16

*El período finalizará en 2019 pero los datos consignados llegan a 2016.

Fuente: Proyecto GPS del Estado, CIPPEC-ASAP.

30 Las carteras ministeriales categorizadas como “de producción” al momento del relevamiento de los datos fueron: Energía y Minería; Transporte, Interior Obras 
Públicas y Vivienda; Turismo; Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva; Hacienda y Finanzas Públicas; Producción; y Agroindustria. A su vez, las siguientes 
carteras se categorizaron como “de preservación del sistema”: Jefatura de Gabinete; Sistema Federal de Medios y Contenidos Públicos; Seguridad; Relaciones 
exteriores y Culto; Modernización; Defensa; Justicia y Derechos Humanos; y Comunicaciones.	
31  Las carteras de reproducción al momento del relevamiento de los datos eran: Salud; Cultura; Ambiente y Desarrollo Sustentable; Desarrollo Social; y Educación.
32  Segundo escalafón jerárquico, luego del cargo de ministro.
33  Proyecto GPS del Estado, disponible en: http://www.gpsdelestado.org/web/DocumentoAnalisis (acceso: 1 de noviembre de 2016).

Según información consignada en el Plan 
Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia 
y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres 
(CNM 2016), basada en datos de CIPPEC y ASAP, 
la composición por sexos de los cargos jerárquicos 
en los Ministerios nacionales (ministros/as, secreta-
rios/as de Estado, subsecretarios/as, directores/as 
nacionales y generales) muestra una baja partici-
pación de mujeres y una reproducción de la división 
sexual del trabajo. 

En 2016, la mayor presencia de mujeres esta-
ba en carteras del área social, alcanzando un 56 % 
en el Ministerio de Desarrollo Social (contra 50 % 
en 2011), un 27 % en el de Educación (contra un 
29 % en 2011) y un 40 % en el de Salud (contra un 
20 % en 2011). 

En contraste, las mujeres ejercían solamente 
un 14 % de dichos cargos en el Ministerio del In-
terior, Obras Públicas y Vivienda, y en el de Agroin-
dustria. En los Ministerios de Defensa, y de Ciencia, 
Tecnología e Innovación Productiva, no había muje-
res en estas jerarquías.
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En orden descendente, le siguen los indicadores 
sobre (iii) el porcentaje de mujeres candidatas en la 
última elección (83,6 puntos), (iv) el porcentaje de le-
gisladoras electas en la última elección (71,2 puntos), 
(v) el porcentaje de mujeres jefas de bancada (70,2 
puntos), (vi) el porcentaje de comisiones legislativas 
presididas por mujeres (62,2 puntos), (vi) el porcentaje 
de comisiones legislativas de "producción" y "preser-
vación del sistema" presididas por mujeres (53 pun-
tos), y (vii) el porcentaje de mujeres integrantes de la 
Mesa Directiva (50 puntos), estas últimas con punta-
jes más modestos. 

Por último, los indicadores que miden (viii) la exis-
tencia de una bancada de mujeres en la Cámara de 
Diputados y (ix) de una unidad técnica especializada 
para la transversalización de género recibieron un 0, 
lo que sugiere una escasa institucionalización del en-
foque de género. 

Mujeres candidatas y electas: los efectos 
mecánicos del cupo femenino

En las elecciones nacionales de 2015, las lis-
tas que obtuvieron cargos legislativos incorporaron 
porcentajes elevados de candidatas con paridad de 
género en las candidaturas al Senado (Cuadro 12). 
Como se desarrolló en la sección sobre los meca-
nismos de cuota y paridad política (dimensión 3 del 
Índice de Paridad Política), la legislación vigente es-
tablece exigencias muy precisas sobre la cantidad y 
ubicación de las mujeres candidatas en las listas elec-
torales. En particular, el posicionamiento de las candi-
datas nacionales depende del tamaño de cada distrito 

no discriminación por género en la Ley de Ministerios 
(Ley 22.520) que regula el funcionamiento del Poder 
Ejecutivo Nacional.

Institucionalidad de género en el Estado 
y su rango jerárquico

Como se mencionó, además de considerar la 
presencia de mujeres en puestos ministeriales, el Ín-
dice de Paridad Política tiene en cuenta la existencia 
y el nivel jerárquico del mecanismo nacional de la 
mujer o de género en el Poder Ejecutivo Nacional, 
construido a partir de las categorías del Observatorio 
de Igualdad de Género en América Latina y el Cari-
be de la CEPAL (OIG)34. En este indicador, Argentina 
obtuvo 50 puntos, porque cuenta con un Consejo 
Nacional de las Mujeres (en adelante, CNM) pero sin 
rango ministerial.

El CNM, creado en 1992, es el organismo respon-
sable de garantizar el cumplimiento de la CEDAW en 
el país, y tiene la rectoría en materia de prevención, 
sanción y erradicación de la violencia contra las mu-
jeres. En 2010, a través del Decreto 326/2010, este 
Consejo pasó de llamarse Consejo Nacional de la 
Mujer a denominarse Consejo Nacional de las Muje-
res, dando cuenta de su diversidad (CNM 2016). En la 
actualidad, el CNM depende del Consejo Nacional de 
Coordinación de Políticas Sociales, un ámbito presi-
dido por la titular del Ministerio de Desarrollo Social35. 
Por otra parte, se cuenta con un Consejo Federal ori-
ginalmente creado como una instancia de diálogo po-
lítico y normativo entre el área nacional y las áreas de 
mujeres o género de las provincias. 

2.D.5. Presencia de mujeres en el Poder 
Legislativo Nacional y condiciones para 
el ejercicio del cargo (Dimensión 5)

La quinta dimensión del Índice de Paridad Políti-
ca mide la presencia de mujeres en el Congreso de la 
Nación y las condiciones existentes para el ejercicio 
de cargos legislativos. Argentina alcanzó 59 puntos en 
esta dimensión, una posición todavía a distancia de la 
paridad de género. Al desagregar los valores de cada 
indicador relevado, los puntajes más altos tienen que 
ver con (i) la existencia de una comisión legislativa sobre 
mujer o género y (ii) un elevado índice de cumplimiento 
de la cuota legal (con 100 puntos, respectivamente)36. 

34 Véase http://oig.cepal.org/es.
35 Bajo la órbita del Consejo de Coordinación de Políticas Sociales funcionan, además del CNM, diferentes organismos/programas como, por ejemplo, la Comisión 
Nacional Asesora para la Integración de Personas con Discapacidad, el Centro Nacional de Organizaciones de la Comunidad.
36 Respecto del primer indicador mencionado, ATENEA mide simplemente la existencia o ausencia de una institucionalidad de género en el Congreso, pero no 
analiza las competencias de las comisiones de la mujer o de género ni su desempeño efectivo, lo cual requeriría un abordaje específico.

Cuadro 12: Candidatas (titulares) a sena-
doras y diputadas nacionales presentadas 
por las organizaciones políticas y alianzas 
que obtuvieron bancas en las elecciones 
de 2015

Hombres Mujeres % mujeres

Cámara de 
Diputados 301 216 41,8

Senado 28 28 50

Fuente: elaboración propia con información de la Cámara Nacional Electoral.
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ción no regulada por la cuota de género y que suele 
alcanzar la mayor visibilidad política). En las eleccio-
nes de 2015 para diputados nacionales, solamente 
un 17,1 % de las mujeres candidatas encabezaron 
las listas que obtuvieron cargos (Cuadro 13), lo cual 
muestra una baja tendencia de las dirigencias parti-
distas a posicionar mujeres donde la legislación no lo 
exige. En cuanto al Senado, las mujeres solamente 
lideraron un 11.1 % de las listas (Cuadro 14).  

Más aún, si bien los niveles de cumplimiento de 
la cuota legal son elevados, un monitoreo de las 234 
listas oficializadas para competir en las primarias 
abiertas, simultáneas y obligatorias (PASO), realiza-
do por el Equipo Latinoamericano de Justicia y Gé-
nero en 2015 (ELA), mostró que veinticinco listas de 
distintos partidos incumplieron la Ley de Cupo Fe-
menino y sus reglamentaciones (Decreto 1246/2000, 
modificado por el Decreto 451/2005)37. 

electoral (magnitud del distrito) y de los cargos electos 
por el partido que finalizan su mandato. 

En el caso del Senado, donde todos los distritos 
eligen tres cargos y las listas ganadoras solo obtienen 
dos cargos, la normativa actual exige la ubicación de 
una mujer como mínimo en segundo lugar de las lis-
tas para garantizar su posibilidad de resultar electa. 
De esta manera, las listas se integran, de hecho, con 
un criterio de paridad de género y todas las provincias 
cuentan al menos con una senadora nacional. Por lo 
tanto, los porcentajes de candidaturas de mujeres que 
superan el piso mínimo de 30 % impuesto por la legis-
lación responden, en muchos casos, al estricto apego 
a las reglas y no al comportamiento partidario que vaya 
más allá de las exigencias impuestas por la legislación.

Como complemento de este análisis, es posible 
observar el comportamiento partidario a la hora de 
seleccionar a quienes encabezan las listas (una posi-

37 Información disponible en: http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=2215&plcontampl=12&aplicacion=app187&cnl=4&opc=6 
(acceso: 10 de febrero de 2017).

Cuadro 13: Mujeres candidatas y “cabezas de lista” en las listas a diputados nacionales 
en 2015*

Agrupación Número de listas 
presentadas

Número y 
porcentaje

de candidatas

Número y porcentaje de listas 
encabezadas por mujeres

Frente Cambia Jujuy 1 1 (33.3 %) 1 (100 %)

Frente de Izquierda y de los Trabajadores 9 39 (46.9 %) 3 (33.3 %)

CAMBIEMOS 18 45 (39.5 %) 4 (22.2 %)

Progresistas 5 25 (40.9 %) 1 (20 %)

Frente para la Victoria 24 56 (43.1 %) 4 (16.6 %)

Encuentro Por Corrientes 1 2 (50 %) 0

Frente Amplio Formoseño 1 1 (33.3 %) 0

Frente Cívico y Social - Catamarca 1 1 (50 %) 0

Frente Pampeano Cívico y Social 1 1 (50 %) 0

Unión para vivir mejor (Santa Cruz) 1 1 (50 %) 0

Unidos por una Nueva Alternativa - UNA 8 28 (36.8 %) 0

Unión por Córdoba 1 3  (33.3 %) 0

Unión Chubut Somos Todos 1 2 (66.7 %) 0

Progresista Cívico y Social (Santa Fe) 1 4 (40 %) 0

Compromiso Federal (San Luis y Mendoza) 2 6 (50 %) 0

Compromiso con San Juan 1 1 (33.3 %) 0

Total 76 216 (41.8 %) 13 (17,1 %)

*Solo se incluyen las agrupaciones que lograron cargos legislativos.

Fuente: elaboración propia con datos de la Cámara Nacional Electoral. 
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y definir la agenda legislativa (Borner et al. 2009) y son 
figuras clave en las relaciones con el Poder Ejecutivo. 
La Cámara de Diputados cuenta con una presidencia 
y tres vicepresidencias (primera, segunda y tercera), 
mientras la mesa directiva del Senado está compuesta 
por una presidencia provisional y dos vicepresidencias 
(ya que la presidencia del cuerpo le corresponde al vi-
cepresidente o vicepresidenta electa). 

En 2016, pocas mujeres integraban las mesas di-
rectivas de ambas Cámaras. En el caso de la Cámara de 
Diputados, solo la vicepresidencia segunda estaba en 
manos de una legisladora (Patricia Giménez), mientras 
en el período anterior las tres vicepresidencias habían 
estado a cargo de mujeres. En el Senado, la presidencia 
del cuerpo era ejercida por la vicepresidenta Gabriela 
Michetti, pero la presidencia provisional y las dos vice-
presidencias eran desempeñadas por hombres.

Para contextualizar estos datos es importante te-
ner en cuenta que las diputadas comenzaron a tener 
acceso a las vicepresidencias de la Cámara en 1997, 
luego de la entrada en vigencia de la Ley de Cupo Fe-
menino en 1993 (Gráfico 2). En algunos períodos, las 
tres vicepresidencias de la cámara llegaron a estar en 
manos de mujeres simultáneamente, pero la presiden-
cia siempre fue ejercida por hombres desde el retorno 
de la democracia en 1983. En el Senado, la participa-

Luego de las elecciones de renovación parcial de 
2015, el Congreso quedó integrado por un 35,6 % de 
diputadas y un 37,5 % de senadoras nacionales. Es-
tos porcentajes superan el piso mínimo legal de can-
didatas exigido por la Ley de Cupo Femenino, pero se 
encuentran por debajo del máximo nivel histórico de 
presencia de mujeres alcanzado en cada una de las 
Cámaras (39,8 % en Diputados y 43,1 % en el Senado). 

El acceso de mujeres a los puestos de 
liderazgo en el Congreso 

Además de considerar las proporciones de muje-
res candidatas y de legisladoras electas, el Índice de 
Paridad Política toma en cuenta en qué condiciones 
las legisladoras desempeñan sus cargos. Para explorar 
si los Congresos favorecen o dificultan la generación 
de condiciones igualitarias para la participación de las 
mujeres, los indicadores del Índice de Paridad Política 
miden el acceso de legisladoras a los ámbitos de lide-
razgo institucional y partidario más significativos, como 
las posiciones en las mesas directivas de las Cámaras 
y las presidencias de los bloques políticos.

En el Congreso argentino, las autoridades de las 
Cámaras y de las agrupaciones políticas (que se deno-
minan bloques partidarios) tienen el poder de negociar 

Cuadro 14: Listas de candidatos a senadores nacionales encabezadas por mujeres 
en 2015, según agrupación política*

Agrupación Número de listas 
presentadas

Número y porcentaje
de candidatas

Número y porcentaje de listas 
encabezadas por mujeres

Frente para la Victoria 8 8 (50 %) 1 (12,5 %)

CAMBIEMOS 5 5 (50 %) 2 (40 %) 

ECO - Encuentro Por Corrientes 1 1 (50 %) 0

Frente Cívico y Social - Catamarca 1 1 (50 %) 0

Frente Pampeano Cívico y Social (FREPAM) 1 1 (50 %) 0

Alianza Unidos por una Nueva Alternativa 
(UNA) 2 2 (50 %) 0

Unión por Córdoba 1 1 (50 %) 0

Unión Chubut Somos Todos 1 1 (50 %) 0

Progresista Cívico y Social (Santa Fe) 1 1 (50 %) 0

Progresistas 1 1 (50 %) 0

Compromiso Federal (San Luis y Mendoza) 1 2 (50 %) 0

Frente de Izquierda y de los Trabajadores 
(FIT) 4 4 (50 %) 0

Total 27 28 (50 %) 3 (11,1 %)

*Solo se incluyen las agrupaciones que lograron cargos legislativos.

Fuente: elaboración propia con datos de la Cámara Nacional Electoral. 
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ción de las legisladoras en las autoridades del cuerpo 
ha sido numéricamente más modesta (como lo mues-
tra el Gráfico 3) pero, a diferencia de la Cámara baja, 
ha habido mujeres en la presidencia.

En cuanto a las bancadas partidarias, en el pe-
ríodo 2015-2016 la Cámara de Diputados tenía 38 
bloques (la mitad de ellos, unipersonales) y el Sena-
do tenía 2138. En la primera, la participación de dipu-
tadas en estos cargos se acercaba al porcentaje total 
de mujeres en la Cámara baja y, además, mostraba 
una tendencia creciente respecto de períodos pre-
vios. El acceso de las mujeres a este puesto de lide-
razgo en el Senado era algo más restringido como lo 
muestra el Gráfico 4.

Gráfico 4: Mujeres en la presidencia de 
bloques partidarios en la Cámara de Diputados 
y el Senado en comparación con el total de 
legisladoras 2015-2016 (en porcentajes)

38 Cada dos años, luego de cada renovación parcial, los integrantes del Con-
greso se organizan en bloques partidarios (bancadas) cuyas jefaturas esta-
blecen prioridades y negocian agenda de sesiones y proyectos que se some-
terán a votación con autoridades de las cámaras.

Fuente: elaboración propia con datos de la Dirección de Información Parlamentaria de la H. Cámara de Diputados.

Gráfico 2: Mujeres en la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados (1983-2016)

1983    1985    1987    1989    1991    1993    1995    1997    1999    2001    2003    2005    2007    2009    2011    2013    2015

0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0   0 0 0 0

25  25 25  25 25  25 25

50  50

75  75 75  75

50  50

Fuente: elaboración propia con datos de la Dirección de Información Parlamentaria de la H. Cámara de Diputados.

Gráfico 3: Mujeres en la Mesa Directiva del Senado (2001-2016)
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Fuente: elaboración propia basada en datos del H. Congreso de la Nación.
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municipales; Derechos humanos y garantías (un 27 % 
de las comisiones de “preservación del sistema”); y 
(3) Ciencia, tecnología e innovación productiva; Eco-
nomías y desarrollo regional; Comercio; Defensa del 
consumidor, del usuario y de la competencia (un 25 % 
de las comisiones de “producción”).

Como información complementaria a la medición 
del Índice de Paridad Política, en el Senado las mu-
jeres presidían cuatro comisiones de “reproducción” 
tradicionalmente asociadas con temas femeninos 
(Banca de la mujer, Salud, Población y Desarrollo hu-
mano; Educación y Cultura); cuatro de “preservación 
del sistema” (Legislación General; Seguridad interior y 
narcotráfico; Sistemas de medios de comunicación y 
libertad de expresión; Asuntos administrativos y mu-
nicipales), y solo una de producción (Turismo). De esta 
manera, se configura un patrón de división sexual del 
trabajo que reproduce los roles de género tradiciona-
les dentro del Congreso, una tendencia ya notada por 
investigaciones previas (Borner et al., 2009).

2.D.6. Presencia de mujeres en el Poder 
Judicial y condiciones mínimas para el 
ejercicio del cargo (Dimensión 6) 

La sexta dimensión del Índice de Paridad Políti-
ca midió la participación de mujeres en el Poder Ju-
dicial y las condiciones mínimas para el ejercicio del 

Las presidencias de las comisiones 
permanentes

Otro eje de interés del Índice de Paridad Política 
es la participación de las legisladoras en las comisio-
nes permanentes del Congreso y, específicamente, en 
sus presidencias. En Argentina, la Cámara de Dipu-
tados tiene 45 comisiones permanentes y el Senado 
cuenta con 2639. En 2015-2016, un tercio de dichas 
comisiones (31 % y 33 %, respectivamente) era presi-
dida por una mujer. 

Para tener una imagen más precisa, el Índice de 
Paridad Política midió el acceso de mujeres a la pre-
sidencia de las comisiones de la Cámara de Diputa-
dos según áreas temáticas, de acuerdo con las tres 
categorías previamente utilizadas en el análisis de los 
ministerios: producción, reproducción y preservación 
del sistema40. En 2015-2016 casi la mitad de las co-
misiones de la Cámara baja vinculadas con la “repro-
ducción”, prácticamente un tercio de las comisiones 
de “preservación del sistema”, y solo un 25 % de las 
comisiones del área de “producción” era presidida 
por una diputada. 

Las diputadas presidían las comisiones de (1) 
Previsión y seguridad social; Acción social y salud 
pública; Familia, mujer, niñez y adolescencia; De las 
personas mayores; Deportes (un 45 % de las comi-
siones de reproducción); (2) Relaciones exteriores y 
culto; Legislación penal; Defensa nacional; Asuntos 

39 El nombramiento en las comisiones es bianual y se define al interior de los bloques partidarios según la cantidad de cargos que le corresponden a cada uno 
por su tamaño en la cámara.
40 Categorización de las comisiones de la Cámara de Diputados: 1) “Reproducción”: Educación; Cultura; Previsión y seguridad social; Acción social y salud pública; 
Familia, mujer, niñez y adolescencia; Tercera edad; Recursos naturales y conservación del ambiente humano; Población y desarrollo humano; Deportes; Asuntos 
cooperativos, mutuales y de ONG; Discapacidad. 2) “Producción”: Presupuesto y hacienda; Ciencia, tecnología e innovación productiva; Legislación del trabajo; 
Finanzas; Industria; Comercio; Energía y combustibles; Transportes; Vivienda y ordenamiento urbano; Turismo; Pequeñas y medianas empresas; Defensa del con-
sumidor, del usuario y de la competencia; Economía; Minería; Agricultura y ganadería; Economías y desarrollo regional. 3) “Preservación del sistema”: Asuntos 
constitucionales; Legislación general; Relaciones exteriores y culto; Justicia; Legislación penal; Defensa nacional; Derechos humanos y garantías; Obras públicas; 
Comunicaciones e informática; Asuntos municipales; Intereses marítimos, fluviales pesqueros y portuarios; Peticiones, poderes y reglamentos; Juicio político; 
Prevención de adicciones y control del narcotráfico; Análisis y seguimiento de normas tributarias y previsional; Mercosur; Seguridad interior; Libertad de expresión.

Fuente: elaboración propia con datos de la H. Cámara de Diputados de la Nación.

Gráfico 5: Presidencias de las comisiones permanentes de la Cámara de Diputados 
según categoría temática, por sexo (2015/2016)
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oportunidad de las mujeres y los hombres que si-
guen una carrera judicial.

Las primeras mujeres en acceder a la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación bajo un gobierno de-
mocrático fueron Elena Highton de Nolasco y Carmen 
Argibay en el año 2004. Con el impulso de estas ma-
gistradas, la Corte produjo importantes reformas para 
promover la igualdad de género, con la creación de 
una Oficina de Violencia Doméstica (OVD) en la Ciu-
dad de Buenos Aires y una Oficina de la Mujer (OM) 
dentro del propio tribunal (con réplicas provinciales). 
La creación del área es una buena práctica que se ha 
replicado en las provincias y podría inspirar medidas 
análogas en el ámbito de la justicia electoral, donde 
no existe una institucionalidad semejante.

cargo. Esta es la dimensión del Índice de Paridad 
Política, donde Argentina tuvo el desempeño más 
modesto con 16,7 puntos (sobre 100). Específica-
mente, se relevaron tres indicadores: (i) el porcen-
taje de juezas en la Corte Suprema (que obtuvo 50 
puntos), (ii) el porcentaje de magistradas en el máxi-
mo órgano jurisdiccional electoral –Cámara Nacio-
nal Electoral–, y (iii) la existencia de un mecanismo 
de género en este último (ambos con 0 puntos).  

Al momento del cálculo del Índice de Paridad 
Política, la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
tenía una ministra sobre cuatro integrantes y actual-
mente tiene una sobre cinco miembros, pese a que 
la reglamentación del mecanismo de designación 
(Decreto 222/03 del Poder Ejecutivo Nacional) esta-
blece, en sus considerandos, que se debe atender a 
la diversidad de género, la especialidad profesional 
y la procedencia regional, junto con los requisitos de 
integridad moral, idoneidad técnica y compromiso 
con la democracia y los derechos humanos de los 
aspirantes al cargo41. A su vez, en el Senado de la 
Nación se presentaron distintos proyectos de género 
que proponían criterios de paridad en la selección de 
los magistrados del máximo tribunal (H. Senado de 
la Nación Reunión 2016), que se trataron, pero no se 
aprobaron en 2016. Por su parte, la Cámara Nacional 
Electoral estaba integrada por magistrados de sexo 
masculino y no contaba con un área de género42. 

Para contextualizar estos datos, cabe notar que 
la estructura de la justicia federal muestra un típico 
fenómeno de “techo de cristal”, ya que la presen-
cia de mujeres decrece a medida que se asciende 
en las escalas jerárquicas. De acuerdo con el Mapa 
de Género de los sistemas de Justicia de la Región 
para 2014, en Argentina las mujeres representaban 
un 56 % del total del personal del sistema judicial 
y un 63 % del puesto de secretario/a. En cambio, 
esta participación descendía a 45 % en el cargo de 
juez/jueza y a 31 % en el de camarista43. En el caso 
de la justicia electoral, un 44 % de los funcionarios 
de los Juzgados federales con competencia electo-
ral son mujeres (considerando los cargos de juez/a, 
secretario/a y prosecretario/a). En cambio, este 
porcentaje de mujeres desciende a 21 % si consi-
deran solamente jueces44. Este cuadro de situación 
sugiere la necesidad de equiparar la estructura de 

Buena práctica
La Oficina de la Mujer de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación 

•	 En 2009, la Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción estableció una Oficina de la Mujer encar-
gada de impulsar la incorporación del enfoque 
de género en el Poder Judicial, su planificación 
institucional y sus procesos internos, a fin de pro-
mover la equidad entre los/as operadores/as del 
sistema de justicia y la ciudadanía que lo utiliza.

•	 Entre sus objetivos se encuentran la eliminación 
de los sesgos sexistas y el mejoramiento de las 
condiciones de acceso a la justicia y el ejercicio 
pleno de los derechos.

•	 Las líneas estratégicas de trabajo de la Oficina de 
la Mujer comprenden: 1) la elaboración de diag-
nósticos (como el “Mapa de Género de la Justicia 
Argentina”), 2) la sensibilización y capacitación 
en materia de derechos de las mujeres, 3) la 
elaboración de propuestas para la transversaliza-
ción del enfoque de género. 

•	 La Oficina de la Mujer ha elaborado proyectos 
para la instalación de lactarios en edificios del Po-
der Judicial, la modificación del régimen de licen-
cias por maternidad y paternidad, y la elaboración 
de estadísticas judiciales sensibles al género.

Fuente: Sistematización de la experiencia de la OM. Disponible en 
http://www.csjn.gov.ar/om/sist_om/index.html. 

41 La designación de los ministros de la Corte Suprema es atribución del Presidente de la Nación, con el acuerdo del Senado por dos tercios de sus miembros presentes, 
en una sesión pública convocada al efecto (Art. 99, inciso 4 de la Constitución). Esta facultad fue reglamentada por decreto 222/03 del Poder Ejecutivo Nacional.
42 De acuerdo con la Ley 19.108 (de Organización de la Justicia Nacional Electoral), la Cámara Nacional Electoral está compuesta por tres jueces (Art. 2), aunque 
durante la aplicación del Índice de Paridad Política había una vacante que no ha sido cubierta hasta el momento. La Cámara designa secretarios que tienen un 
rango similar al de juez de primera instancia (Art. 3).  
43 Mapa de Género del Poder Judicial: http://www.csjn.gov.ar/om/mgr/arg.html. Acceso: 15/12/2016.
44 Cálculos propios basados en información publicada por la Cámara Nacional Electoral: http://www.electoral.gov.ar/jne_integrantes.php#integrantes (Acceso: 19 
de febrero de 2017).
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(sobre 100) en esta dimensión, el segundo menor 
valor del Índice de Paridad Política, detrás de la di-
mensión sobre el Poder Judicial y electoral que se 
analizó previamente. Por razones metodológicas, el 
relevamiento de la información solamente abarca a 
los partidos o alianzas de orden nacional que obtu-
vieron cargos en la Cámara de Diputados en 2015 
(y a los que presentaron candidatos presidenciales 
en el caso del análisis de las plataformas programá-
ticas)45. Como dato de contexto, las mujeres repre-
sentan algo más del 50 % de los 8.393.850 afiliados 
de los partidos políticos en el país (de acuerdo con 
datos de la Secretaría de Actuación Judicial de la 
Cámara Nacional Electoral), mientras que los hom-
bres representan el 47,2 %.

En cuanto a los valores de cada indicador con-
templado en esta dimensión del índice, el más ele-
vado –aunque relativamente modesto– se registró 
en (i) el porcentaje de mujeres en las máximas ins-
tancias ejecutivas nacionales (56,4 puntos), seguido 
por (ii) el porcentaje de partidos con unidades de la 
mujer (37,5 puntos). A mayor distancia se ubicaron 
los indicadores sobre (iii) el porcentaje de partidos 
políticos que incluyeron temáticas de género en sus 
plataformas electorales en la última elección presi-
dencial (25 puntos), (iv) el nivel de compromiso es-
tatutario con la igualdad de género (18,75 puntos) y 
(v) la habilitación normativa de la unidad de la Mujer/
Igualdad de los partidos para participar en la defini-
ción de candidaturas (0 puntos).

En 2009, la Ley 26.571 de Democratización 
de la Representación Política, la Transparencia y la 
Equidad Electoral modificó la ley orgánica de parti-
dos políticos para exigir el cumplimiento del cupo 
mínimo de 30 % en la elección de autoridades 
partidarias. En general, las cartas orgánicas de las 
agrupaciones analizadas exigen la postulación de 
mujeres en las listas de candidatos a los órganos 
de dirección del partido y en las listas de precandi-
datos y candidatos nacionales, pero en ninguna se 
introdujeron mecanismos paritarios o cuotas supe-
riores al 30 % en forma voluntaria46. De esta forma, 
los partidos políticos se ajustan estrictamente a la 
legislación y no expresan de manera formal un com-
promiso sustantivo mayor con la igualdad de género 
y la no discriminación.

2.D.7. Presencia de mujeres en los 
partidos políticos y condiciones para su 
participación en igualdad de condiciones 
(Dimensión 7) 

La séptima dimensión del Índice de Paridad 
Política indaga la participación de las mujeres en 
los partidos políticos y las condiciones existentes 
para que puedan ejercer su participación política 
en condiciones de igualdad con los hombres. En 
términos generales, Argentina obtuvo 27,5 puntos 

Buena práctica
la justicia electoral

y la igualdad de género
en cargos partidarios

El 20 de abril de 2017, la Cámara Nacional Elec-
toral emitió un fallo de vital importancia para avanzar 
hacia una mayor igualdad de género al interior de las 
organizaciones partidarias. Hasta el momento, esta 
cuestión no se había planteado en una causa judicial.  

Al resolver el caso planteado por afiliados de 
un partido político (Unión Popular - Expte. N° CNE 
6713/2016/CA1) que cuestionaron la legitimidad de la 
integración de sus órganos directivos, se dispuso la in-
tervención judicial de la agrupación para normalizar si-
tuaciones irregulares vinculadas con el incumplimiento 
de la Ley 24.012 de cupo femenino y del artículo 37 de 
la Constitución Nacional, donde se establece la igual-
dad de oportunidades entre varones y mujeres “para el 
acceso a cargos electivos y partidarios” y su garantía 
por medio de “acciones positivas en la regulación de 
los partidos políticos y en el régimen electoral”.

Los jueces de la CNE advirtieron que “si se quiere 
avanzar en materia de igualdad de género en los par-
tidos y la política pública nacional, es importante abor-
dar la subrrepresentación de las mujeres en los cargos 
de liderazgo al interior de los partidos”. Al mismo tiem-
po, destacaron que “la participación y representación 
política de las mujeres en condiciones de igualdad 
constituye una meta ineludible de las democracias”.

La trascendencia del pronunciamiento no se limi-
ta al caso individual resuelto, sino que se proyecta en 
el desarrollo de la vida interna de los partidos políticos 
en el país y emite un importante mensaje.

45 Los partidos de orden nacional son aquellos con reconocimiento legal en al menos cinco provincias. Puesto que, de las seis fuerzas nacionales consideradas, 
cinco eran alianzas multipartidarias, se consideraron los principales partidos nacionales que las integraron. Los partidos analizados fueron: Partido Justicialista 
(Alianza Frente para la Victoria), Propuesta Republicana (Alianza CAMBIEMOS), Unión Cívica Radical (Alianza CAMBIEMOS), Partido Renovador Federal (Alianza 
UNA), Partido GEN (Alianza Progresistas), Partido Socialista (Alianza Progresistas), Partido de los Trabajadores Socialistas (Frente de Izquierda de los Trabajadores) 
y Partido Compromiso Federal.
46 Todas las Cartas Orgánicas de los partidos considerados establecen cuotas de género para las instancias de dirección partidaria (con la excepción del Partido 
Renovador Federal). En general, se trata de cuotas de 30 %, aunque los estatutos del PRO y de Compromiso Federal no plantean porcentajes precisos.
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res (Borner et al. 2009), la participación de las mu-
jeres en el armado de las listas partidarias suele ser 
limitada y –si bien ATENEA no lo mide– es muy es-
casa su presencia entre los apoderados partidarios.

En efecto, además de los cargos de decisión con-
siderados en el Índice de Paridad Política, en Argenti-
na existe la figura del apoderado de partido y, desde 
la incorporación de elecciones primarias abiertas, si-
multáneas y obligatorias (PASO), la figura del apode-
rado de lista, que representa a las listas internas en 
las primarias. Los apoderados partidarios tienen la 
función de representar a la agrupación y sus intereses 
ante la justicia electoral en todas las instancias. 

Por ejemplo, bajo un sistema electoral en el 
cual cada agrupación es responsable de definir el 
diseño de sus boletas tal como aparecerán en el 
cuarto oscuro (según lo establecido por la ley), los 
apoderados defienden y representan los intereses 
de su partido en la audiencia para la oficialización 
de boletas48. Además, son los encargados de lle-
var ante la justicia electoral las listas de candidatos 
que competirán en las elecciones. Con todo, des-
de que las elecciones primarias son obligatorias, el 
popularmente llamado “poder de lapicera” (el po-
der de ser los últimos gatekeepers de la nómina de 
precandidatos) está principalmente en manos de 
los apoderados de lista, pues son quienes pueden 

El Cuadro 15 muestra la composición por sexo 
de los órganos partidarios de todas las agrupacio-
nes que se analizaron para el cálculo del Índice de 
Paridad Política. En concordancia con los requisitos 
legales, el porcentaje promedio de mujeres en las 
máximas instancias ejecutivas nacionales en 2016 
era de 28,2 %, lo que le valió al país el mayor pun-
taje relativo en esta dimensión del Índice. Al mo-
mento del relevamiento de los datos, el partido más 
igualitario en su instancia ejecutiva nacional era el 
Partido de los Trabajadores Socialistas (PTS), que 
no incorpora compromisos con la igualdad y la no 
discriminación en su estatuto, seguido por el Partido 
Socialista que sí los incorpora47. Paradójicamente, 
el partido con el menor porcentaje de mujeres en su 
mesa directiva nacional era el GEN, pese a que su 
principal líder, presidenta y fundadora es una mujer, 
Margarita Stolbizer, que reiteradamente ha expresa-
do compromisos con la igualdad de género en su 
actuación política.

Entre los partidos analizados, solamente tres 
(Partido Justicialista, Partido Socialista y Partido de 
los Trabajadores Socialistas) cuentan con unidades 
de la mujer reconocidas en los estatutos. Sin em-
bargo, estas unidades no tienen participación formal 
en la selección de las candidaturas y, por lo tanto, 
no están habilitadas para incidir en dichos procesos 
decisorios. Como lo han mostrado estudios anterio-

Cuadro 15: Integración de las máximas instancias ejecutivas nacionales, por sexo y 
agrupación política (2016)

Agrupación Total de cargos Porcentaje de mujeres 

Partido Justicialista (Mesa Directiva Nacional) 28 32,1 %

Propuesta Republicana (Consejo Directivo) 7 28,6 %

Partido Socialista (Comité Ejecutivo) 35 34,3 %

Unión Cívica Radical (Convención Nacional) 30 23,3 %

Partido Renovador Federal (Comité Ejecutivo Nacional) 13 30,7 %

GEN (Mesa Directiva Nacional) 8 12, 5 %

Compromiso Federal (Congreso Nacional) 17 17, 6 %

Partido de los Trabajadores Socialistas (Comité Central Nacional) 4 50,0 %

Total 142 28,2 %

Fuente: elaboración propia basada en datos de la Cámara Nacional Electoral, Oficina de Partidos Políticos.

47 Esta disparidad sugiere un hecho discutido en la ciencia política: la distancia entre las reglas escritas (la institucionalidad partidaria formal) y las prácticas, usos y 
costumbres que guían la vida interna de las organizaciones políticas (institucionalidad informal).
48 En tanto representantes de las organizaciones, los apoderados rinden cuentas de su gestión ante las mesas ejecutivas de los partidos. Su rol es políticamente 
muy relevante porque nunca responden a los intereses de toda la organización, sino que suelen responder a la línea interna mayoritaria, que en gran medida define 
la nómina de apoderados en cada distrito y en el orden nacional.
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Más allá de la composición por sexo de los car-
gos, el análisis de documentos oficiales arroja que 
son pocas las agrupaciones políticas que expresan 
un compromiso explícito con la igualdad y/o la no 
discriminación por sexo en sus cartas orgánicas 
(Cuadro 16). Solo la carta orgánica del Partido So-
cialista incorpora el principio de igualdad efectiva de 
varones y mujeres como un eje orientador de la or-
ganización, mientras que la del PRO incorpora prin-
cipios generales de igualdad y no discriminación, 
pero no especifica las razones de sexo (Cuadro 17).

facilitar o dificultar la inscripción de algún candida-
to o candidata. 

En suma, los apoderados cumplen un rol estra-
tégico en la vida interna de las organizaciones par-
tidarias y, por lo tanto, en la protección de los dere-
chos de participación de las mujeres en las mismas. 
Ahora bien, el hecho de que estos cargos estén en 
una proporción muy mayoritaria en las manos de 
hombres, implica que las mujeres han visto y ven 
vedado su acceso a ejercer una función estratégica 
para la vida interna de las agrupaciones partidistas.

Cuadro 17: Artículos que expresan compromisos con la igualdad de género y/o la 
no discriminación por sexos en las cartas orgánicas de los partidos analizados

Contenido

PRO
Art. 1. Las autoridades y las listas a cargos públicos se integrarán con afiliados y/o representantes de todos los sectores 
de la sociedad, sin discriminación de ningún tipo e incorporando a todas aquellas expresiones y manifestaciones que no 
contradigan los principios enunciados en la presente Carta Orgánica.

Partido Socialista

Art. 3: La organización del Partido se inspira en los siguientes principios: b) La igualdad efectiva de varones y mujeres 
en el seno del Partido.

Art. 4: Para el resguardo de los principios enunciados, se establecen las siguientes garantías: b) En los órganos de 
dirección, administración y contralor del Partido, así como en las listas de candidatos/as a cargos públicos electivos, en 
lugares expectables, ninguno de los dos sexos podrá tener una representación inferior al treinta por ciento.

Fuente: elaboración propia basada en las cartas orgánicas de cada partido.

Cuadro 16: Compromiso con la igualdad de género y/o la no discriminación por sexo 
de las organizaciones políticas según su carta orgánica

 

Se incluyen principios
de igualdad de género 
y/o no discriminación

por sexO

Se incluyen principios 
de igualdad y no 
discriminación

(sin especificar las 
razones de sexo)

No se incluyen principios 
de igualdad de género
ni de no discriminación 

por sexo

Partido Justicialista X

PRO X

Partido Socialista X

Unión Cívica Radical X

Partido Renovador Federal X

Partido GEN X

Compromiso Federal X

Partido de los Trabajadores Socialistas X

Total 1 1 6

Fuente: elaboración propia basada en la normativa partidaria (cartas orgánicas)49.

49 Documentos en: http://www.elecciones.gov.ar, http://www.pjn.gov.ar/ (Acceso: 10 de septiembre de 2016).
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productivos, ii) igualdad de oportunidades, iii) no vio-
lencia contra las mujeres y iv) participación política51. 
Como ya se mencionó, Argentina obtuvo únicamente 
25 puntos en este indicador, un valor modesto y lejano 
a la meta.

El análisis de contenido de las plataformas elec-
torales relevadas muestra que las alianzas que con-
centraron la mayor cantidad de votos (Frente para 
la Victoria, CAMBIEMOS y Compromiso Federal) no 
incorporaron temas de igualdad de género. Del resto 
de las alianzas, el Frente de Izquierda de los Trabaja-
dores incluyó iniciativas específicas sobre derechos 
sexuales y reproductivos, igualdad de oportunidades 
y no violencia hacia las mujeres. En los casos de Uni-
dos por una Nueva Alternativa (UNA) y Progresistas, 
la primera propuso acciones únicamente en la dimen-
sión de no violencia, mientras que la segunda incluyó 
iniciativas vinculadas con la no violencia y la igualdad 
de oportunidades (Cuadro 18).

A modo de aproximación a la existencia o no de 
condiciones favorables para la paridad política, el Ín-
dice de Paridad Política también consideró la inclusión 
de temas relacionados con la igualdad de género en 
las plataformas electorales presentadas por las agru-
paciones partidarias en la última elección presiden-
cial.50 Como es sabido, estos documentos no agotan 
las propuestas partidarias y, muchas veces los candi-
datos y las candidatas incorporan y promueven temas 
nuevos durante las campañas, influenciados por la 
coyuntura y por sus convicciones personales. De to-
das maneras, el Índice de Paridad Política permite un 
acercamiento a la dimensión formal de las propuestas 
programáticas y echa luz sobre una parte importante 
de la agenda que se plantea a la ciudadanía antes de 
los comicios. 

Para el análisis de estos compromisos partida-
rios, el Índice de Paridad Política consideró cuatro 
áreas temáticas específicas: i) derechos sexuales y re-

Cuadro 18: Síntesis de las propuestas sobre temas de género en las plataformas 
presentadas para la elección presidencial de 2015

Alianza Derechos sexuales
y reproductivoS

Igualdad de 
oportunidadeS

Violencia hacia
las mujeres

Participación 
política

Unidos por una 
Nueva Alternativa 
(UNA)

– –

“Repudiamos enérgicamente la 
violencia de género, por ser atentatoria 
a la dignidad de la persona humana 
en su faz más nefasta y brutal. Se 
propone la conversión de los crímenes 
relacionados a la violencia de género 
en crímenes de lesa humanidad.”

–

Progresistas –

“Promoveremos la 
igualdad de trato y 
oportunidades en el 
trabajo en materia 
de género, edad y 
discapacidad.”

“Aspiramos a la erradicación de la 
violencia de género y toda forma de 
discriminación hacia la mujer. Nues-
tras prioridades son evitar que el delito 
organizado afiance su poder territorial, 
disminuir la violencia interpersonal, 
terminar con la violencia familiar y de 
género. Declararemos la Emergencia 
Nacional por la violencia de género. 
Pretendemos el cumplimiento efectivo 
de la Ley 26.485, sancionada en 2009.”

–

Frente
de Izquierda
de los 
Trabajadores
(FIT)

“Por el derecho al aborto 
legal, seguro y gratuito. 
Anticonceptivos para no 
abortar, aborto legal para 
no morir. Contra toda for-
ma de opresión sexual.”

“Por los derechos de 
la mujer trabajadora. 
Igual trabajo, igual sa-
lario. Guarderías gra-
tuitas en los lugares 
de trabajo y estudio.”

– –

Fuente: elaboración propia basada en las plataformas electorales de las alianzas.

50 El universo de análisis fueron las plataformas electorales de alianzas nacionales que participaron de la elección presidencial de 2015, porque si bien las alianzas 
transitorias no tienen carta orgánica, presentan plataformas. Como dato de contexto, en la elección presidencial 2015 ningún partido compitió de forma individual 
sino en alianza con otras agrupaciones.
51 Las categorías incluyen: 1) Derechos sexuales y reproductivos: políticas estatales sobre anticoncepción, VIH/SIDA, muerte materna, aborto, estrategias de edu-
cación sexual y derecho sexuales. 2) Igualdad de oportunidades: políticas que pretenden corregir la discriminación y la desigualdad entre hombres y mujeres en la 
esfera económica, política y social, así como al interior de las familias. 3) No violencia contra las mujeres: políticas de prevención y atención dirigidas a erradicar 
la violencia y el abuso sexual contra las mujeres. 4) Participación política de las mujeres: políticas de inclusión de las mujeres en los espacios de toma de decisión 
y participación política (administración pública y vida interna de los partidos) así como en espacios de participación ciudadana.
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partir de estos datos, el país obtuvo 34,6 puntos en 
la dimensión de gobierno local, con 5,8 puntos en el 
primer indicador (porcentaje de Intendentas) y 63,4 en 
el segundo (porcentaje de concejalas).

En septiembre de 2016, en la Provincia de Bue-
nos Aires había únicamente cuatro Intendentas entre 
los 135 municipios (H. Cámara de Diputados de la Pro-
vincia de Buenos Aires 2015). Por su parte, el prome-
dio de concejalas era de 31,7 %, ya que los partidos 
políticos estaban obligados a aplicar la ley de cuotas 
provincial de 30 % en las listas de candidatos (y desde 
2017 deberán aplicar la ley de paridad de género).

Llamativamente, ninguna alianza incorporó ac-
ciones para profundizar la participación política de las 
mujeres y la paridad en sus plataformas oficializadas. 
Esto sugiere que la incorporación de la paridad en el 
debate legislativo en 2016 tuvo que ver con la opor-
tunidad política generada por la discusión más amplia 
sobre reforma electoral (aprovechada por un grupo de 
legisladoras) y no fue el resultado de compromisos 
programáticos amplios de las fuerzas políticas.

Ahora bien, retomando la distinción entre los 
compromisos plasmados en las plataformas oficializa-
das y el posicionamiento de los candidatos presiden-
ciales durante las campañas políticas, cabe notar que 
algunos de estos temas se plantearon en discusiones 
y presentaciones públicas. Antes de las elecciones na-
cionales de octubre de 2015, el candidato presidencial 
Sergio Massa (Alianza UNA) presentó propuestas que 
incluían la modificación de la Ley de Cupo Femenino 
y la adopción de leyes de paridad política (entre otros 
temas de la agenda de género impulsada por el Fren-
te Renovador). Por su parte, la candidata Margarita 
Stolbizer (Progresistas) lanzó el llamado “Compromiso 
progresista por la igualdad de género” que proponía la 
paridad de género en cargos ejecutivos para garanti-
zar la participación igualitaria de mujeres y varones, la 
incorporación sistemática de la perspectiva de género 
en las instituciones y políticas públicas y la creación 
del Ministerio de la Igualdad (además de una Ley de 
Interrupción Voluntaria del Embarazo y medidas para 
hacer frente a la violencia de género)52. 

2.D.8. Mujeres en el gobierno local (Di-
mensión 8)

La última dimensión del Índice de Paridad Política 
examina la participación de las mujeres en el poder 
local a partir de dos indicadores: (i) el porcentaje de 
alcaldesas (Intendentas) y (ii) el porcentaje de con-
cejalas en el gobierno municipal. Aunque estos pa-
recerían ser indicadores sencillos de medir, el releva-
miento resultó particularmente desafiante en el caso 
argentino por la inexistencia de información oficial y 
sistematizada sobre los Consejos Deliberantes de los 
1.128 municipios. Esta dificultad indica el desafío de 
generar acciones para que los organismos con com-
petencia electoral sistematicen esta información y la 
pongan a disposición del público.

Frente a las restricciones señaladas, para el cál-
culo del Índice de Paridad Política se tomaron en 
cuenta únicamente los municipios de la Provincia de 
Buenos Aires, considerada como un caso testigo. A 

52 Documento disponible en: https://margaritastolbizer.com.ar/compromiso-progresista-por-la-igualdad-de-genero/ (acceso: 1 de enero de 2017).

Cuadro 19: Mujeres en cargos locales 
de la Provincia de Buenos Aires (2016)

Total de 
cargos

Número
de mujeres

porcentaje
de mujeres

Intendentes 135 4 2,9 %

Concejales 2.194 711 32,4 %

Fuente: elaboración propia con datos de la H. Cámara de Diputados de la 
Provincia de Buenos Aires.

Al comparar estos datos con información del pe-
ríodo previo, se observa que la proporción de conceja-
las se mantuvo estable (con un leve descenso), pero la 
de intendentas se redujo significativamente, pasando 
de 5,9 % a 2,9 %. Este descenso implica que, en los 
hechos, las mujeres tienen limitaciones para ejercer 
su derecho a poder ser elegidas para desempeñar to-
das las funciones de gobierno, y también a acceder a 
espacios de poder valorizados en el sistema político.

*La cantidad total de concejales/as en los municipios de la provincia es de 
2.194. En tanto los Concejos Deliberantes se renuevan parcialmente cada dos 
años, el dato de electos en cada elección corresponde a la mitad de los cargos. 

Fuente: elaboración propia con datos de la H. Cámara de Diputados de la Provin-
cia de Buenos Aires y el Ministerio de Gobierno de la Provincia de Buenos Aires.

Cuadro 20: Mujeres electas en cargos 
locales de la Provincia de Buenos Aires 
en el período anterior (2011-2013)

Total de 
cargos

Número
de mujeres

porcentaje
de mujeres

Intendentes 135 8 5,9 %

Concejales 1.097 362 33 %
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Los datos hasta aquí analizados, si bien no cu-
bren la totalidad del país, sugieren que el nivel local es 
una arena donde existen grandes retos para alcanzar 
la paridad política, particularmente en el Poder Ejecu-
tivo municipal. En la estructura federal de Argentina, 
los puestos ejecutivos brindan mayor acceso a re-
cursos económicos y de gestión que los legislativos 
(Molinelli et al. 1999, Benton 2003, Almaraz 2010). 
Por ello algunas investigaciones evidencian que los 
políticos buscan permanecer en estos cargos una vez 
que los obtienen, mientras que tratan de irse de los 
legislativos hacia otros espacios53. Surge entonces el 
desafío de contar con información sistemática y con-
fiable que permita realizar estudios detallados para 
comprender en qué condiciones se desarrolla la par-
ticipación de las mujeres en la política local y dónde 
están los obstáculos que impiden la construcción de 
liderazgos en el ámbito municipal.

Más allá de los indicadores del Índice de Pa-
ridad Política, para trazar un panorama más com-
prensivo de la realidad subnacional de Argentina 
se relevaron los porcentajes de legisladoras provin-
ciales y de gobernadoras electas. De esta manera, 
al pasar del plano municipal al provincial el país 
muestra avances para destacar. En 2016 había cin-
co gobernadoras en ejercicio (María Eugenia Vidal 
en la Provincia de Buenos Aires, Alicia Kirchner en 
Santa Cruz, Claudia Abdala de Zamora en Santiago 
del Estero, Lucía Corpacci en Catamarca y Rosana 
Bertone en Tierra del Fuego), una cantidad sin pre-
cedentes en la historia argentina.

2.E. Conclusiones
La aplicación del Índice de Paridad Política de 

ATENEA en Argentina muestra que el país ha consegui-
do logros, pero todavía queda un camino que recorrer 
para alcanzar la igualdad real en la toma de decisio-
nes públicas. Argentina no obtuvo el máximo puntaje 
en ninguna de las dimensiones del índice, aunque en 
algunas está mejor posicionada que en otras. 

Los mayores avances se registraron en el marco 
normativo en materia de igualdad de género y en la 
sanción de leyes que favorecieron el acceso de mu-
jeres a cargos legislativos en proporciones significa-
tivas, cumpliendo un compromiso establecido por la 
CEDAW (con jerarquía constitucional en Argentina). 
En contraste, existen mayores desafíos en los ámbi-
tos donde no rigen cuotas ni medidas de paridad de 

53 Considerando el país en conjunto, solo el 16,6 % de los diputados provinciales ocupó una banca por más de un período, mientras la tasa de reelección de los 
intendentes se aproxima a 62 % y la de los gobernadores es de 66 % (Lodola 2009). En la Provincia de Buenos Aires, el 51 % de los intendentes municipales fue 
reelecto al menos una vez entre 1983 y 2007 (Rotman y Varetto 2009).  

género –como el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo 
Nacional y los gobiernos locales– o no se evidencian 
compromisos firmes con la igualdad sustantiva, como 
en los partidos y agrupaciones políticas.

A partir de la información recopilada para el cál-
culo del Índice de Paridad Política en el país, esta sec-
ción final presenta las principales conclusiones que 
surgen del análisis de cada una de las dimensiones 
consideradas en el diagnóstico. 

Dimensión 1: Compromisos nacionales con 
la igualdad de género en la Constitución 
y el marco legal

Argentina tiene fortalezas en el marco legal que 
protege los derechos humanos de las mujeres, pro-
moviendo su participación en la vida política en con-
diciones de igualdad y buscando garantizar el dere-
cho a vivir una vida libre de violencia de género.

Existe una ley contra la violencia hacia las muje-
res (Ley 26.485) que contempla diversas modalidades 
y tipos de violencia, y establece garantías de protec-
ción integral, de acuerdo con la Convención Interame-
ricana de Belem do Pará. Además, esta norma ofrece 
lineamientos concretos para la gestión de políticas y 
programas contra la violencia de género, bajo la rec-
toría del Consejo Nacional de las Mujeres. Sin embar-
go, Argentina no cuenta con una ley de igualdad de 
género de carácter general, que incorpore metas y 
acciones de igualdad en los distintos sectores y áreas 
del Estado, y permita transversalizar el enfoque de 
género en el conjunto de políticas públicas. 

La Constitución Nacional reformada en 1994 in-
corporó los principios de igualdad real entre mujeres 
y hombres en el acceso a cargos públicos y parti-
darios, y habilita a que el Congreso cree medidas 
de acción positiva para garantizarla, un aspecto de 
importancia para desbaratar posibles argumentos 
sobre la inconstitucionalidad de los mecanismos de 
cuota o paridad de género. Estas medidas, en con-
secuencia, no hacen más que poner en práctica un 
principio constitucional. 

Dimensión 2: Ejercicio del derecho al 
sufragio

En Argentina no se midieron los indicadores in-
cluidos en esta dimensión del Índice de Paridad Políti-
ca. La obligatoriedad del voto garantiza la inscripción 
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garantizar no solo la nominación de un porcenta-
je de candidatas, sino también de mujeres electas. 
Sin embargo, la normativa vigente presenta al me-
nos tres debilidades. Primero, exige únicamente un 
porcentaje mínimo de 30 % de candidatas en las 
listas partidarias en elecciones nacionales, un cri-
terio distante de la paridad de género. Segundo, no 
contempla mecanismos de reemplazo de mujeres 
electas en el caso de cese de funciones (por re-
nuncia, muerte o inhabilitación), sino solo de can-
didatas antes de los comicios. En tercer lugar, la 
ley comprende únicamente las candidaturas a cuer-
pos colegiados (Cámara de Diputados, Cámara de 
Senadores, Parlamento del Mercosur y Convención 
Constituyente, en caso de convocatoria a una refor-
ma constitucional) y no abarca otro tipo de cargos. 

En el marco del federalismo electoral, todas las 
provincias han adoptado leyes de cuota o paridad 
política para candidaturas a cargos en cuerpos co-
legiados subnacionales. En diciembre de 2016, una 
tercera parte de las provincias argentinas (Córdoba, 
Santiago del Estero, Río Negro, Provincia de Bue-
nos Aires, Salta, Neuquén y Chubut) contaba con 
leyes de paridad con alternancia y sanciones, y esto 
es una fortaleza del marco institucional. Como limi-
tación, se debe destacar que hasta el momento es-
tas leyes solo contemplan mecanismos de paridad 
vertical (al interior de las listas plurinominales) y no 
de paridad horizontal (que supondría la exigencia de 
intercalar candidatos de diferente sexo en las can-
didaturas en distritos uninominales que presentan 
las agrupaciones políticas).

Por otra parte, hay legislación de cuotas pro-
vincial que presenta evidentes carencias. A títu-
lo ilustrativo, la ley de cuotas de Entre Ríos (Ley 
10.012) contiene un porcentaje mínimo de 25 % de 
candidaturas de mujeres, pese a que la Constitu-
ción Provincial “establece y sostiene la equidad de 
género en la representación política y partidaria y en 
la conformación de candidaturas con probabilidad 
de resultar electas” (Art. 17). En San Juan, la ley 
de cuotas (Ley 6.515) no establece un mandato de 
posicionamiento de las candidatas en las listas par-
tidarias y, en algunos otros casos, estos son poco 
específicos.

Finalmente, como complemento de las políti-
cas de acción afirmativa en el ámbito de la compe-
tencia electoral, en 2009 la ley de Democratización 
de la Representación Política, la Transparencia y la 
Equidad Electoral (Ley 26.571) estableció la exigen-
cia de incorporar una cuota mínima de 30 % en las 
candidaturas a los cargos de decisión interna de los 
partidos políticos. Esta se debe garantizar en las 
cartas orgánicas (estatutos). 

automática de los ciudadanos y las ciudadanas en 
el padrón (registro) electoral y, en este contexto, se 
registran elevados índices históricos de participación 
electoral de la ciudadanía. En principio no hay brechas 
de género que sean significativas ni se han reportado 
dificultades específicas de las mujeres para ejercer el 
derecho al sufragio. De todas maneras, este análisis 
se podría profundizar y precisar con información pú-
blica actualizada y desagregada por sexos sobre las 
tasas de votación de las mujeres y los hombres.

Dimensión 3: Mecanismos de cuota y 
paridad política

En la dimensión sobre los mecanismos de cuo-
ta y paridad política, Argentina presenta las mayores 
fortalezas y avances, con el puntaje relativo más alto 
al interior del Índice de Paridad Política. El país cuenta 
con una ley de cuotas nacional (Ley 24.012, de Cupo 
Femenino) que ha sido de vanguardia y presenta un 
diseño robusto. Esta norma logró perfeccionarse a 
través de sucesivas reglamentaciones que resulta-
ron clave para contrarrestar la discrecionalidad y los 
incumplimientos partidarios, particularmente conflic-
tivos en la primera década de implementación (Cami-
notti 2009). Con todo, los incumplimientos partida-
rios no están completamente saldados, de acuerdo 
al monitoreo realizado por el Equipo Latinoamericano 
de Justicia y Género en 2015.

Entre las ventajas de la normativa de cupo feme-
nino, se encuentran: 

a.	 La exigencia de ubicar a las mujeres candidatas 
en posiciones de las listas electorales (cerradas y 
bloqueadas) con posibilidades ciertas de resultar 
elegidas (tomando en cuenta la cantidad efectiva 
de cargos que eligen los partidos). 

b.	 La negativa de inscripción, por parte de la justi-
cia, de las listas que no cumplan la cuota mínima 
de 30 % de mujeres y/o el mandato de posicio-
namiento de las candidatas.

c.	 La potestad de los jueces con competencia elec-
toral de reordenar de oficio las listas que no res-
petan los mandatos de la cuota de género. 

d.	 La facultad de cualquier ciudadano o ciudadana 
para impugnar listas que considere violatorias de 
la cuota de género.

e.	 La existencia de un mecanismo de reemplazo de 
las mujeres que abandonan su candidatura antes 
de los comicios por otra mujer que le siga en la lista.

Estos son aspectos importantes en el diseño 
de las leyes de cuota, en la medida en que permiten 
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Consejo en los últimos años, pero destacó también 
que este resulta insuficiente para cumplir los objeti-
vos delineados en el Plan Nacional de Acción para la 
Prevención y Erradicación de la Violencia contra las 
Mujeres 2017-2019.

Dimensión 5: Poder Legislativo

De acuerdo con el Índice de Paridad Política, el 
Legislativo es el más inclusivo de los tres poderes 
del Estado argentino gracias a la efectividad de las 
cuotas de género. En 2016, el Congreso de la Nación 
contaba con un 36 % de diputadas y un 37,5 % de 
senadoras, superando los porcentajes de presencia 
femenina en los demás cargos considerados en la 
medición de ATENEA. 

De todas maneras, después de veinticinco años 
de aplicación de cuotas en las elecciones nacionales, 
las cámaras no han alcanzado una composición pari-
taria. Así, Argentina descendió posiciones en el rán-
king internacional de mujeres en el Parlamento de la 
Unión Interparlamentaria, ubicándose detrás de países 
como Bolivia, Ecuador o México, que han avanzado 
en el establecimiento de la paridad política de género.

El análisis de las listas partidarias que obtuvieron 
cargos legislativos en las elecciones nacionales de 
2015 reveló que las agrupaciones políticas en general 
respetaron la cuota. De acuerdo con las exigencias 
normativas, se registraron porcentajes elevados de 
candidatas al Congreso, particularmente en las listas 
del Senado, donde la ley funciona de facto como una 
ley de paridad política. Sin embargo, los partidos no 
fueron más allá de la cuota, ya que únicamente un 
17% de las mujeres encabezaron listas de candidatos 
a diputados nacionales, una posición no contemplada 
en la Ley de Cupo Femenino. De esta forma, mien-
tras el espíritu de una política de acción afirmativa 
es modificar conductas y prácticas discriminatorias 
y transformar los marcos de sentido con que operan 
los actores políticos, la evidencia analizada sugiere la 
persistencia de un fenómeno de cumplimiento mini-
malista (Archenti y Tula 2017) o nominal (Borner et al. 
2009), identificado y discutido en estudios anteriores.

Al interior del Congreso, las condiciones para el 
ejercicio de los cargos legislativos en condiciones de 
igualdad muestran matices. Por un lado, en 2015-
2016, pocas mujeres integraron las mesas directivas 
de ambas cámaras (considerando sus presidencias y 
vicepresidencias), mientras que en períodos previos 
las diputadas llegaron a ejercer hasta las tres vice-
presidencias en forma simultánea. Por otra parte, en 
el mismo período, alrededor de un tercio de las co-
misiones permanentes de ambas cámaras estaban 

Dimensión 4: Poder Ejecutivo y Adminis-
tración Pública

En relación con la incorporación de mujeres en 
el Estado, la aplicación del Índice de Paridad Política 
en Argentina muestra un cuadro variado. En el ámbito 
del Poder Ejecutivo Nacional, en 2016 el porcentaje de 
mujeres en el Gabinete ministerial era muy bajo (14 %) 
y únicamente dos mujeres lideraban carteras en áreas 
que tradicionalmente no eran femeninas, como Seguri-
dad y Relaciones Exteriores. Un dato alentador: no se 
encontraron diferencias por sexo en la duración pro-
medio en el cargo de las mujeres y los hombres que 
ejercieron puestos ministeriales en los dos últimos pe-
ríodos presidenciales, pero esto ocurre en un contexto 
de marcada subrrepresentación de las primeras.

Argentina carece de normativa específica que 
establezca medidas de igualdad de oportunidades 
entre mujeres y hombres en el acceso a altos cargos 
de designación y confianza política. Tampoco hubo 
iniciativas de conformación de gabinetes paritarios, 
tal como ocurrió en otros países de América Latina 
en años recientes. La inexistencia de medidas de 
equidad y paridad en el ámbito del Poder Ejecutivo 
y la administración pública, y la ausencia de debate 
político al respecto, es sorprendente en un país con 
tanta experiencia en la implementación de cuotas 
electorales y donde la Constitución avala la adopción 
de acciones positivas.

Dentro del Poder Ejecutivo Nacional se encuentra 
el Consejo Nacional de las Mujeres (CNM), que está 
ubicado en el ámbito del Consejo Nacional de Coordi-
nación de Políticas Sociales dirigido por la Ministra de 
Desarrollo Social. Dentro de sus funciones el organis-
mo vela por el cumplimiento de la CEDAW.Desde su 
creación en 1992, el CNM tuvo un destacado papel en 
el proceso de reglamentación y monitoreo del cum-
plimiento de la Ley de Cupo Femenino en la primera 
década, y en el presente es el organismo rector de 
las políticas públicas en materia de prevención, san-
ción y erradicación de la violencia contra las mujeres 
y en la promoción de los derechos de las mujeres y 
la igualdad de género en el país. El Índice de Paridad 
Política ponderó positivamente la existencia de una 
institucionalidad de género específica, pero su rango 
no ministerial –motivo de preocupación del Comité 
CEDAW en más de una oportunidad— le restó puntaje 
al indicador específico. 

En el séptimo reporte periódico sobre la Argen-
tina, el Comité CEDAW recomendó elevar el Consejo 
Nacional de las Mujeres (CNM) al rango de Ministerio, 
a fin de hacerlo más visible y aumentar su capaci-
dad de promover y monitorear la implementación de 
políticas de equidad de género (punto 15). A su vez, 
el Comité reconoció el aumento presupuestario del 
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na de Violencia Doméstica en el ámbito de la Ciudad 
de Buenos Aires y una Oficina de la Mujer dentro del 
propio tribunal (dos avances que quedaron por fuera 
de los indicadores de ATENEA y, por lo tanto, no re-
cibieron puntuación en el Índice de Paridad Política). 

La Oficina de la Mujer de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación generó diagnósticos sobre la si-
tuación de las mujeres en el Poder Judicial y el ejerci-
cio de derechos, y también promovió la sensibilización 
y capacitación de operadores del sistema de justicia. 
Por lo tanto, se trata de una estructura que se podría 
imitar en otras áreas de la justicia federal, como la que 
se encarga del derecho y la fiscalización electoral, 
donde no existe un área de estas características (algo 
que sí midieron los indicadores de ATENEA).

Dimensión 7: Partidos políticos

En Argentina, el examen de la participación de 
las mujeres en los partidos políticos y las condicio-
nes que enmarcan su participación plantea desafíos 
metodológicos específicos. Por un lado, el número 
de partidos con reconocimiento oficial es muy ele-
vado (existen 41 partidos nacionales y 622 partidos 
de distrito)54. Por otro lado, la información sobre sus 
estructuras y programas no siempre es fácilmente ac-
cesible. Esto último se vuelve aún más complicado 
con la proliferación de alianzas que varían de deno-
minación y composición entre distintas categorías 
electorales y a través de los distritos. A su vez –aun-
que este es un rasgo común en América Latina y no 
una particularidad argentina– existen brechas entre la 
organización formal y la organización informal de los 
partidos (Freidenberg y Levitsky 2007); es decir, entre 
lo que establecen los estatutos y las reglas escritas, 
y las prácticas y reglas de decisión no escritas, pero 
ampliamente utilizadas.

Con estas salvedades, el Índice de Paridad Políti-
ca brindó un acercamiento a las condiciones de parti-
cipación de las mujeres y los compromisos programá-
ticos expresados por un conjunto de partidos (los de 
orden nacional que ganaron cargos en el Congreso de 
la Nación en 2015, y los que presentaron candidatos 
presidenciales en ese mismo proceso electoral).

En primer lugar, se encontró que los partidos tie-
nen cuotas de género para las candidaturas a los car-
gos de decisión interna (30 %), en cumplimiento de la 
exigencia que les plantea la ley orgánica de partidos 
políticos. No obstante, ninguno de los partidos anali-
zados ha ido más allá ni ha adoptado voluntariamente 
normas de paridad. 

presididas por mujeres, pero su presencia tendía a 
concentrarse en comisiones de “reproducción”, para 
descender en las de “producción”. Este patrón de di-
visión sexual del trabajo legislativo refleja jerarquías 
de género. En efecto, algunas investigaciones previas 
mostraron que los temas vinculados a la economía, 
las finanzas y el presupuesto público aportan más 
prestigio a los legisladores que los temas de política 
social y cuidado (Borner et al. 2009). De esta manera 
se generan filtros informales que tienden a marginali-
zar a las mujeres –o a desjerarquizar su participación– 
en la toma de decisiones sobre la distribución de los 
recursos públicos.

En el caso de los bloques políticos, prácticamen-
te un tercio era presidido por mujeres entre 2015 y 
2016, y esta es una señal positiva. Este cargo de li-
derazgo partidario ha sido de difícil acceso para las 
legisladoras desde 1983 al presente, pero en años re-
cientes ha comenzado a ser más inclusivo.

Dimensión 6: Poder Judicial y Electoral

La dimensión referida al Poder Judicial es la que 
presenta las mayores debilidades en la medición del 
Índice de Paridad Política en Argentina. El bajo valor 
alcanzado por el país en esta dimensión refleja impor-
tantes déficits en relación con la presencia de mujeres 
en los dos ámbitos considerados: la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación (con una única ministra entre 
sus magistrados) y la Cámara Nacional Electoral (con 
dos magistrados hombres y ninguna mujer). Estos da-
tos, sumados a la información sobre las dificultades 
que las mujeres encuentran para ascender en cargos 
de la justicia federal a medida en que se asciende en 
las escalas jerárquicas, señalan un eje crítico para 
considerar cómo promover y lograr mayores grados 
de igualdad.

En el caso de la Corte Suprema, la normativa que 
regula el mecanismo de selección de magistrados 
plantea la necesidad de contemplar la diversidad de 
género en la composición del máximo tribunal. Con 
todo –y pese además a las propuestas legislativas de 
paridad de género–, en 2016, al cubrir vacantes, se 
seleccionaron dos hombres y ninguna mujer.

Pese a su baja presencia numérica en la Corte, la 
incorporación de magistradas en el máximo tribunal 
provocó transformaciones fundamentales en cuanto 
a la incorporación de la perspectiva de género en el 
Poder Judicial y en los servicios de administración 
de justicia, con buenas prácticas para considerar. En 
este sentido, cabe destacar la creación de una Ofici-

54 Véase Cámara Nacional Electoral: http://www.electoral.gob.ar/pdf/partidos_reconocidos.pdf
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nos Aires como caso testigo, los resultados del Índice 
de Paridad Política mostraron grandes retos para la 
participación y el empoderamiento político de las mu-
jeres. En el principal distrito electoral del país –que 
según el Censo de 2010 concentra casi el 40 % de 
la población total de Argentina– un 32 % del total de 
concejales electos en 2015 eran mujeres, pero única-
mente en cuatro de los 135 municipios, el cargo de 
Intendente estaba en manos de una mujer. En el siste-
ma político argentino, los cargos ejecutivos municipa-
les (especialmente en localidades de cierta magnitud) 
ofrecen la posibilidad de manejar recursos materiales 
y simbólicos que aportan visibilidad y se constituyen 
en verdaderas plataformas para el desarrollo de carre-
ras políticas. Por lo tanto, una presencia tan reducida 
de mujeres en estos cargos políticos de peso indica 
una desigualdad significativa.

Como contrapunto, la información complemen-
taria que se incorporó en el diagnóstico muestra una 
tendencia más alentadora a nivel de las gobernacio-
nes provinciales. En 2016, de forma inédita, cinco 
de las veinticuatro provincias del país eran gober-
nadas por mujeres (incluida la Provincia de Buenos 
Aires). Con todo, se necesita tiempo para corroborar 
si se consolida una tendencia de crecimiento de la 
participación de mujeres en uno de los cargos eje-
cutivos más relevantes del país, y para dilucidar en 
qué condiciones logran ejercer el poder provincial 
las mujeres electas.

2.F. Recomendaciones
El análisis y las conclusiones del diagnóstico de 

país realizado en el marco de la iniciativa ATENEA per-
mitieron detectar una serie de nudos críticos y desa-
fíos para profundizar los procesos de cambio y avan-
zar hacia la paridad política en Argentina. A partir de 
la evidencia que arrojó la aplicación del Índice de Pari-
dad Política y la información complementaria incorpo-
rada en este informe, a continuación se plantean pro-
puestas de mejora para cada una de las dimensiones 
abordadas. Estas propuestas involucran a distintas 
instituciones y actores nacionales y, en ese sentido, 
requieren de su apropiación y traducción en rutas de 
acción más específicas que las tornen viables. Las 
recomendaciones aquí consideradas no agotan el 
espectro de posibles acciones, pero pueden propor-
cionar una hoja de ruta que oriente la generación de 
propuestas, el diálogo normativo, la incidencia política 
y las reformas institucionales necesarias.

En segundo lugar, la aplicación del índice mostró 
que las mujeres representan, en promedio, un 28,2 % 
de los integrantes de los órganos de decisión partida-
ria examinados (órganos ejecutivos). Este porcentaje 
indica una limitación si se toma en consideración que 
la proporción de afiliadas de todas las agrupaciones 
políticas de orden nacional supera el 50 %.

Otro hallazgo es que algunos partidos tienen uni-
dades o secretarías de la mujer o de género, pero es-
tas instancias no tienen peso propio en la definición 
de las candidaturas (al menos, no son reconocidas 
estatutariamente).

Finalmente, los compromisos con la igualdad de 
género en las cartas orgánicas de las agrupaciones 
consideradas resultaron escasos, al igual que los 
compromisos de gestión y las propuestas de políticas 
públicas a favor de la igualdad de género expresadas 
en las plataformas electorales (oficializadas) de aque-
llas que compitieron en la última elección presiden-
cial. En efecto, el análisis documental de dichas pla-
taformas electorales mostró un vacío de propuestas 
vinculadas con la participación política de las mujeres 
y, específicamente, con la paridad política de género 
(si bien, como se mencionó en el diagnóstico de país, 
algunas candidatas y candidatos plantearon el tema 
durante la campaña en el marco de propuestas más 
amplias)55. Estos elementos indican que existe un ca-
mino por recorrer para promover la igualdad y lograr 
compromisos más amplios con la no discriminación 
de las mujeres en el ámbito de los partidos políticos, 
que son actores clave en un sistema democrático y, 
en Argentina, tienen el monopolio de las candidaturas 
a los cargos de elección popular.

Dimensión 8: Poder local

La dimensión sobre la participación de las mu-
jeres en el poder local, y específicamente en cargos 
deliberativos, fue la más desafiante en términos de 
la recolección de datos. Como ya se detalló en este 
informe, no existe información pública, sistemática y 
actualizada –ni histórica– sobre el número de conce-
jalas electas para el conjunto de los municipios argen-
tinos, y este es un déficit de información sumamente 
importante. No hay un organismo judicial ni adminis-
trativo formalmente responsable de la recopilación 
de este dato, disperso en organismos provinciales y 
municipales a lo largo de todo el territorio argentino.

Para poder tener una aproximación al examen 
de esta dimensión, tomando a la Provincia de Bue-

55 Este fue el caso de la agenda de género del Frente Renovador, liderado por Sergio Masa, y de la plataforma “Compromiso progresista por la igualdad de género” 
impulsada por Margarita Stolbizer (alianza Progresistas).
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•	 Promover y apoyar, desde la institucionalidad 
de género en el Estado, la justicia electoral y los 
organismos de cooperación internacional, inicia-
tivas de monitoreo ciudadano sobre el cumpli-
miento de las cuotas y de la paridad en el ámbi-
to nacional y provincial. Si bien la garantía de la 
correcta aplicación de la legislación electoral es 
competencia del Poder Judicial, la vigilancia por 
parte de organizaciones no gubernamentales 
fortalece la rendición de cuentas y la exigibili-
dad de los derechos. Para estos fines se sugiere 
considerar la posibilidad de establecer un fondo 
concursable que permita financiar y asegurar 
estos procesos en años electorales.

•	 Generar instancias de sensibilización con pe-
riodistas y formadores/as de opinión, contra-
rrestando argumentos que contraponen las ac-
ciones afirmativas y la paridad con el mérito, y 
deslegitiman su finalidad. Estas actividades po-
drían ser coordinadas por el Consejo Nacional 
de las Mujeres en el ámbito del Poder Ejecutivo 
Nacional, en alianza con otras áreas y poderes, 
como la Cámara Nacional Electoral.

•	 Promover desde las universidades, centros de 
estudios, think tanks y organismos de coopera-
ción internacional, la generación de evidencia 
para la toma de decisiones a partir de diagnós-
ticos, estudios y análisis de las condiciones de 
participación de las mujeres en los distintos po-
deres del Estado y del impacto de la legislación 
de paridad política.

Poder Ejecutivo y Administración Pública 
(Dimensión 4)

•	 Impulsar proyectos legislativos que apunten a 
la jerarquización del Consejo Nacional de las 
Mujeres en la estructura del Poder Ejecutivo 
Nacional, asegurando una adecuada dotación 
de recursos humanos y presupuestarios para 
el cumplimiento de sus funciones, colaborando 
con la coordinación inter-jurisdiccional para la 
adecuada implementación de las leyes y políti-
cas nacionales y el resguardo de los derechos 
reconocidos en el marco legal y constitucional.

a.	 En el séptimo reporte periódico sobre la Ar-
gentina, el Comité CEDAW recomendó la ele-
vación del Consejo a rango ministerial, a fin 
de hacerlo más visible y aumentar sus capa-
cidades para promover y monitorear la imple-
mentación de políticas de equidad de género 
(punto 15). 

Compromisos nacionales con la igualdad 
en la Constitución y el marco legal (Di-
mensión 1)

•	 Sancionar una ley general de igualdad de dere-
chos y oportunidades entre mujeres y hombres 
que establezca un marco orientador para el 
diseño, la implementación, el seguimiento y la 
evaluación de políticas en el conjunto de secto-
res del Estado argentino.  

•	 Adoptar un Plan Nacional de Igualdad de Opor-
tunidades y Derechos y de no Discriminación 
hacia las Mujeres que defina metas y acciones 
para garantizar su autonomía física, económica 
y de toma de decisiones.

•	 Incorporar el principio de paridad de género en 
la Constitución Nacional y en las Constituciones 
provinciales, en caso de que hubiere convocato-
rias o procesos de reforma constitucional.

Ejercicio del derecho al sufragio (Di-
mensión 2)

•	 Garantizar, desde la Cámara Nacional Electoral, 
la recopilación, sistematización y publicación 
sistemática de datos sobre la composición por 
sexo del padrón electoral nacional, del padrón 
de electores en el extranjero y de electores pri-
vados de la libertad; así como también la publi-
cación de los resultados de las elecciones na-
cionales desagregados por sexo.

Cuotas y paridad política (Dimensión 3)

•	 Sancionar una ley nacional y leyes provinciales 
de paridad política de género que: 

a.	 Incorporen mecanismos claros de alternancia 
para garantizar la paridad de género en las 
nóminas de candidatos y en la composición 
de los cuerpos legislativos, considerando los 
principios de paridad vertical y horizontal.

b.	Prevean mecanismos de reemplazo de can-
didatos/as y de legisladores/as electos que 
favorezcan la paridad de género.

c.	 Establezcan sanciones efectivas, como la no 
oficialización de las listas que no cumplan los 
requisitos normativos.

d.	Faculten a los jueces con competencia electo-
ral a reordenar las listas y garanticen que cual-
quier ciudadano o ciudadana pueda impugnar 
listas que considere violatorias de la legislación 
(como ocurre con la Ley 24.02 en la actualidad).
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•	 Establecer un área de género en la Cámara Na-
cional Electoral, que genere información sobre 
el cumplimiento de las medidas de equidad y 
paridad política, mediante informes, estudios y 
datos fácilmente accesibles.

Partidos políticos (Dimensión 7)

•	 Reformar la ley de partidos políticos establecien-
do la obligación de incorporar la paridad en la 
elección de autoridades partidarias y de destinar 
un porcentaje del financiamiento estatal a la pro-
moción de los derechos políticos de las mujeres. 

•	 Abogar por la incorporación de mujeres en los 
cargos de apoderado partidario y apoderado de 
lista. Mientras los apoderados de lista son quie-
nes presentan las listas de precandidatos ante la 
junta del partido, los apoderados partidarios tie-
nen la función de comunicar las listas a la justicia 
para su oficialización y de representar a la agru-
pación y sus intereses en todas las instancias 
ante la justicia electoral. Por eso es importante 
que los partidos incorporen medidas que permi-
tan un mayor acceso de mujeres a este cargo.

Gobierno local (municipal) (Dimensión 8)

•	 Aprobar normas provinciales o municipales 
que establezcan la paridad de género en las 
candidaturas a los cargos deliberantes de los 
municipios.

•	 Garantizar, desde la Cámara Nacional Electoral 
o la Secretaría de Asuntos Municipales del Mi-
nisterio del Interior, Obras Públicas y Vivienda, 
la recopilación, la sistematización y publica-
ción de datos sobre mujeres en cargos ejecuti-
vos y legislativos en la totalidad de municipios 
del país.

•	 Establecer alianzas o consorcios entre los or-
ganismos nacionales a cargo de la recolección 
y diseminación de estos datos, con centros 
académicos, think tanks y universidades nacio-
nales para la explotación con sentido de la in-
formación y la generación de estudios e inves-
tigaciones que puedan alimentar la formulación 
de políticas públicas en este nivel de gobierno.

•	 Construir alianzas entre el sector académico, el 
sistema científico tecnológico y los organismos 
de cooperación internacional para el desarro-
llo de un portal, plataforma de conocimiento u 
Observatorio de la Igualdad de Género en el 
Poder Local, con mecanismos estables y regu-
lares de actualización y expansión.

b.	El Comité reconoció el aumento presupues-
tario del Consejo en los últimos años, aunque 
destacó que no resulta suficiente para cumplir 
los objetivos delineados en el Plan Nacional 
de Acción para la Prevención y Erradicación 
de la Violencia contra las Mujeres 2017-2019.

•	 Sancionar una ley de paridad de género que con-
temple la designación de cargos en el Gabinete 
de Ministros, los organismos descentralizados 
de la Administración Pública Nacional, los direc-
torios de las empresas y sociedades del Estado, 
y otros altos cargos de confianza política. 

•	 Garantizar la producción y la sistematización de 
datos oficiales sobre la participación de las mu-
jeres en los tres poderes del Estado, periódica-
mente actualizada y accesible. Esta responsabi-
lidad podría ser asumida por el Consejo Nacional 
de las Mujeres, la Cámara Nacional Electoral, el 
Instituto Nacional de la Administración Pública 
o un consorcio interinstitucional con universida-
des nacionales, ONG e instituciones del Sistema 
Científico Tecnológico.

Poder Legislativo (Dimensión 5)

•	 Adoptar una política institucional de igualdad al 
interior de ambas cámaras del Congreso de la 
Nación, que asegure mayores condiciones de 
igualdad entre mujeres y hombres en la estruc-
tura de la organización y en su funcionamiento.

•	 Crear una Unidad Técnica para la transversaliza-
ción de género en el Congreso de la Nación, con 
suficiente jerarquía, recursos humanos y finan-
ciamiento para desarrollar funciones de aseso-
ramiento y análisis.

•	 Reformar el reglamento interno de las cámaras 
legislativas para introducir criterios de paridad 
de género en la designación de autoridades de 
las Mesas Directivas y las presidencias de las 
comisiones. En el caso de los bloques políticos, 
el sexo de quien ejerce esa función podría inter-
calarse por períodos legislativos, de manera que 
un bloque no pueda ser liderado por hombres en 
dos períodos consecutivos. 

Poder Judicial e instancia electoral (Di-
mensión 6)

•	 Garantizar la incorporación de criterios de pari-
dad de género en la designación de magistrados 
en la Corte Suprema de Justicia y la Cámara Na-
cional Electoral. 
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